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			INTRODUCCIÓN

			Este libro es producto del estudio de una vieja tensión, o, más bien, de varias, nunca bien resueltas en nuestro país y en muchos más: aquellas que surgen en el punto de confluencia de una época entre las instituciones de gobierno y quienes ocupan los amplios y oscuros escalones bajos de la pirámide social. Se trata, por lo tanto, del análisis de una dinámica entre la tirantez y la flexibilidad, entre la historia político-institucional y la llamada historia desde abajo.

			Al estudiar las jefaturas políticas del México de la segunda mitad del siglo XIX, se buscó encontrar algunas de las bases formales de consolidación de un estado y un gobierno, pero, a la vez, se hizo hincapié en sus debilidades e incapacidades, en la disparidad entre las instituciones y el dominio concreto y cotidiano, así como en la vacuidad de algunas de sus formas. El trabajo aborda el proceso de concentración del poder e integración de la nación mexicana que se estaba construyendo y, a la par, resalta los regionalismos y las resistencias que apuntalaron las autonomías locales, para lo cual se centró la atención en una institución del poder ejecutivo que fue fundamental para organizar los territorios y sus sociedades: las jefaturas políticas. Al mismo tiempo, se propuso hacer un recorrido por el mundo informal del poder, tan importante o más que el institucional: el de los pactos clientelísticos —sus alcances, su parte dura, así como algunos de sus aspectos humanos—, los favoritismos y sus inevitables abusos. Aquí se examina tanto la adopción que las clases populares hicieron de algunas propuestas “modernizadoras”, muchas veces provenientes de las cúpulas, como sus adaptaciones, resistencias y los ocasionales motines, tumultos, revueltas y rebeliones con que fueron negociando su vida cotidiana y configurando la naturaleza efectiva de las relaciones de dominio y subordinación. En suma, la materia prima de esta obra la constituyen, por un lado, los esfuerzos y logros de un periodo por integrar al país como una estructura política efectiva y, por el otro, sus limitaciones, los vacíos y, en especial, cómo y hasta qué punto los esfuerzos integradores de las élites fueron dejando de lado los antiguos pueblos de indios —actores centrales del libro— como un agua estancada fuera de la corriente del río.

			Como lo apreciará el lector, uno de los propósitos fundamentales del estudio es ir más allá de un proceso ventilado ad náuseam por historiadores y politólogos: la formación del estado nacional, y enfocar las luces del escenario en la dialéctica del dominio, de la negociación entre los jefes políticos y las clases subalternas, con su compleja gama de respuestas y silencios. En estas circunstancias, el reto para el historiador consiste en evitar convertirse en mero escriba del estado y sus gobernantes. En palabras de William Roseberry, lo que aquí se analiza son las maneras en que los procesos de dominación moldean a las sociedades y cómo ese dominio, a su vez, es moldeado y resistido, desde abajo y desde los márgenes, mediante “las palabras, los símbolos, las formas, las organizaciones, las instituciones y los movimientos utilizados por las poblaciones subalternas”.[1]

			La idea central es que estos supuestamente poderosos funcionarios frecuentemente afrontaron dificultades para implantar las políticas que impulsaban en la vida concreta de la mayoría: los hombres y las mujeres sin brillo de los distritos rurales, y que, cuando lo lograron, sus alcances estuvieron marcados por no pocas contradicciones y ambigüedades. Ciertamente, hubo coyunturas donde algunos prefectos y jefes políticos se impusieron, pues tuvieron suficiente mano dura, recursos y superioridad negociadora como para acabar con algunas insurrecciones populares y varios otros desafíos, pero, a la vez —y ello constituye una de las propuestas fundamentales de la obra—, hubieron de pactar la mayor parte de sus decisiones y acciones, desde el pago de impuestos y el conglomerado de derechos sobre el territorio, hasta la apropiación de terrenos en disputa, en un toma y daca cotidiano mucho mayor de lo imaginable. Una muestra de lo anterior es una queja del jefe político de Tenango en agosto de 1890, cuando informó con cierta desesperanza a la secretaría general de gobierno acerca de algunas acciones de los campesinos de Atlatlauca: “Todas las disposiciones superiores [las] interpretan a su modo y siempre están en abierta oposición de las autoridades.”[2]

			En su arranque, esta investigación se centró en un tema de historia política e institucional que no había recibido —a la fecha no la ha recibido del todo— la atención debida: las jefaturas políticas como eslabones fundamentales del dominio y la administración en el proceso de la construcción del país que hoy llamamos México. Se trata de verdaderas llaves de paso en la centralización del poder —un proceso inherente a la consolidación del estado— y en el control social que nos ligan profundamente con las experiencias de muchas otras naciones de América Latina y de occidente, “hombres extremadamente importantes” en el sistema político y administrativo del porfiriato.[3] De hecho, han subsistido en muchos países del mundo, aunque con modalidades diferentes a las decimonónicas, como en Francia, Japón, Ecuador, donde los prefectos son electos por votación popular y sirven como autoridad administrativa de las provincias, y en Bolivia, también electos y a cargo del gobierno departamental.

			Sin embargo, en su desarrollo, la investigación fue apuntando hacia lo que siempre ha sido un interés personal, sin importar que no forme parte de las modas historiográficas actuales: encontrar los testimonios, las vivencias, de quienes habitaban el fondo y los márgenes de la pirámide social, lo que pensaban y anhelaban. El interés por aspectos menos tangibles, como las creencias, los ideales, las normas y tradiciones que colorean de manera particular y dan significado a la vida política, son también aspectos fundamentales a explorar aunque, por ser menos tangibles, no son fáciles de aprehender. Dicho con otras palabras, me avoco a estudiar su cultura política, es decir, “el conjunto de actitudes, normas y creencias, compartidas más o menos ampliamente por los miembros de una determinada unidad social y que tienen como objeto fenómenos políticos”.[4] Como esta perspectiva se interesa, de manera particular por las creencias y normas de los sectores bajos de la sociedad, se multiplican los problemas tanto de fuentes como metodológicos —a los cuales se volverá repetidamente en el texto—, ya que estos trozos del ayer no suelen encontrarse en los documentos formales con los que se teje la historia que se elabora en muchas instituciones académicas, ni suelen incluirse en las narrativas dominantes, más bien ligadas a la visión de los victoriosos y a quienes, en el caso latinoamericano, fueron ideando el estado y la nación.

			Varias corrientes de las ciencias sociales contemporáneas han buscado que el centro de la narrativa dejen de ser esos largos e inconclusos procesos con que se ha ido construyendo el estado nacional —perspectiva a la que me adhiero plenamente y por eso, amén de las razones de índole editorial, como el lector habrá notado, aquí estado se escribe con minúscula—, junto con el mundo de las leyes, de los proyectos y las instituciones, a los que tantas páginas ha dedicado la historiografía de nuestro país y de muchos otros. Dado que este texto más bien se inscribe en otra finalidad: anclar la narrativa del pasado en las vivencias y los anhelos populares, el estado sólo se entenderá como un mero concepto relacional entre gobernantes y el tejido social, como uno de los varios escenarios en que se delimitan los campos contenciosos del dominio y la insubordinación.[5]

			LO QUE ESTA OBRA NO ES

			Como señalé, este estudio sobre la negociación del dominio no historia el aparato legal e institucional per se, sino sólo en cuanto que dicho aparato sirve para enfatizar el contrapunto y la relación entre las jefaturas políticas y los escalones más bajos de la sociedad. Aquí se quiere indagar la naturaleza dialéctica de la relación entre la historia social y la historia político-institucional, ninguna de manera aislada, para desvelar las contradicciones y debilidades ocultas por la imagen de tranquilidad y legitimidad impresa en los discursos y archivos del estado sobre sí mismo. Allí está el reto y la promesa, los límites y logros, los que sean, de este esfuerzo.

			Lo que va a encontrar el lector que se anime a seguir adelante tampoco es una historia agraria, ni de los efectos de la desamortización —proceso clave de la política liberal—, ni de la evolución de los diversos y contradictorios derechos de posesión y/o propiedad de tierras y aguas en sí mismos, aunque todo ello aparece como ejes del análisis, sino, más bien, el empeño por explicar las respuestas paradójicas y flexibles que ello dieron las diversas capas pueblerinas —desde los grandes hacendados hasta los campesinos comuneros—, lo cual constituye el meollo del capítulo IV. Los procesos desamortizadores sobre los bienes y los derechos de los variados estratos pueblerinos y su devenir se han tomado como una de las fases centrales de esta obra, recalco, no para estudiar la desamortización en sí misma, sino porque las diversas fuentes que hacen alusión a ésta permiten observar con gran detalle la naturaleza de las jefaturas, de las acciones y omisiones o silencios de los grupos populares y, principalmente, la dialéctica del dominio: constituye, así, un excelente laboratorio para analizar el cruce entre la historia social y la institucional.

			Por las mismas razones, en el presente volumen no aparecen ciertos aspectos fundamentalmente políticos de estos funcionarios, como sus atribuciones e injerencia en las elecciones, en la definición y “creación” de ciudadanos u otras prerrogativas, por caso, la instrucción pública y la beneficencia. Desde luego que el abordaje de las jefaturas políticas también podría haberse hecho con un elaborado recuento de un tema apasionante, el constituido por los repertorios violentos que utilizaron los sectores llanos, que, de hecho, marcan el inicio y el final del libro: la participación popular en ambos bandos de la llamada guerra de reforma (1858-1860) y, en 1910-1911, su integración a la coalición antiporfirista que promovieran Francisco I. Madero y otros dirigentes de la región. A pesar de contar con cientos de documentos sobre estos temas, en el capítulo último me circunscribí a apuntar la acción de las jefaturas en la difícil tarea de garantizar la “tranquilidad pública” ante las desobediencias, resistencias, amenazas, revueltas y rebeliones de los subordinados.

			Para continuar sobre lo que esta obra no es, señalaré que se aleja totalmente lo mismo de una “historia del progreso” en el sentido de analizar cuánto, en qué partes y cómo se consolidó en el México decimonónico la anhelada “modernidad”, que de la visión del porfiriato como el antecedente y la explicación de los orígenes de la revolución, no sólo por razón de que ése no es su objeto sino porque desde la perspectiva de la dialéctica jefes políticosgrupos campesinos e indígenas, en el Estado de México de 1910-1911 no había ninguna crisis especial que llevara inevitablemente a un fin de régimen vía el estallido social. Más aún, en la zona de estudio, 1910 era una coyuntura menos crítica que otras ya vividas, de manera particular la que se presentó con el cambio del segundo imperio a la república, con el consiguiente empuje reformador y creador de leyes y la gran rebelión agrarista que montaron los pueblos de Chalco en 1867-1868. Como en el caso de cualquier gran insurrección o revolución social, los orígenes de la de 1910 son multicausales y corresponden tanto a situaciones estructurales —en ello sí existían profundas raíces agrarias— como a coyunturas nacionales, en especial, la división entre las élites en el país y en ciertas entidades como Morelos. Sobre lo que sucedió en el mundo rural de esta entidad durante los primeros años de la revolución y aun hasta que las jefaturas se suprimieron, en 1914, sólo trazo grandes pinceladas, pues ello constituye un tema muy amplio en busca de historiador. Otra posibilidad que quedó fuera de esta obra fue la de una reflexión historiográfica sobre la época liberal, monárquica y republicana que abarcó la larga segunda mitad del siglo XIX.

			Espigar el campo de investigación dentro de los parámetros señalados implicó, como suele suceder, dejar en el tintero temas para los cuales se habían obtenido fuentes variadas y numerosas, y elaborar con ellas algunas versiones preliminares. Este estudio se inició como un análisis comparativo de las jefaturas políticas para resaltar lo mismo las particularidades regionales que sus características comunes en lo institucional y en la práctica. Los casos de estudio iniciales fueron San Luis Potosí, Coahuila y el Estado de México —lo que me llevó a acumular cientos de documentos que siguen en espera de un mejor momento para su consideración—, pero finalmente me decidí por concentrarme en este último. En cualquier caso, hoy la comparación sería más interesante, pues se ha ido acumulando una extensa literatura sobre jefaturas políticas en México y América Latina tanto en capítulos de estudios regionales de México y otros países, por caso, la investigación sobre Antioquia, en Colombia, que elaboró Juan Carlos Vélez, o las de Susan Washbrook sobre Chiapas,[6] e incluso investigaciones centradas en estos eslabones del poder, como las de Eduardo Mijangos en Michoacán, Francisco Javier Delgado en Aguascalientes o Laura Brondino en torno de Yucatán.[7] Sin duda, investigar los contrapuntos de las jefaturas en México y en otras latitudes permitiría precisar tanto tendencias generales como particularidades en la conformación de las estructuras políticas y en la negociación del dominio, lo que podría ser base de una fructífera sociología histórica.

			Este libro también dejó de lado, los cambios modernizadores en el aparato de justicia, lo que puede tener como eje la visión de la escuela crítica del derecho que ha resaltado cómo en la modernidad el complejo mundo jurídico de lo antiguo, con sus copiosas y a veces contradictorias fuentes particulares, quedó reducido a un mero fenómeno controlado por los gobernantes, donde la justicia ya no tenía importancia y sólo el estado podía fijar lo que era “justo” e “injusto”. Paolo Grossi ha llamado a desnudar “los mitos jurídicos de la modernidad”, a reflexionar sobre la dimensión autoritaria de lo jurídico e ir “más allá del Estado y más allá del poder” con el fin de devolver la juricidad a su núcleo esencial: a la sociedad.[8]

			Desde esta perspectiva, la tarea del historiador consiste en dejar de concebir a la cultura jurídica como se hace en la modernidad, es decir, como un corpus que solo está relacionado con el estado y con los juristas, y dejar de ver al juez como un mero “intérprete de la ley” a fin de recuperar “la riqueza del derecho”, de la antigua cultura jurídica, con sus múltiples fuentes, con la complejidad de los casos particulares y con sus valores. La concepción de la cultura jurídica que guía este estudio va más allá del conjunto de ideologías y léxicos propios de los operadores del derecho y busca adentrarse en fenómenos culturales propios de los estratos rurales y en su conciencia colectiva, ya que fueron esenciales para ir dando forma al devenir de la justicia y de la sociedad. Frente a “la forzosa colocación del derecho a la sombra del estado” —mismo que Grossi considera como un ente unitario llamado a controlar y simplificar la pluralidad del universo de la justicia— se impone “la recuperación de toda la complejidad” social de la cultura jurídica que es lo que la mantenía viva y permitía edificar visiones plurales de lo que era considerado “justo” e “injusto”, construidas “contra la ley (algunas veces), a pesar de la ley, o entre los pliegues de la ley (muy comúnmente).”[9]

			La cultura jurídica no era “pura” y menos cuando el estado moderno aun no lograba suprimir el pluralismo jurídico ni subsumir la justicia dentro de la letra de la ley, lo que fue ocurriendo de manera lenta y zigzagueante. Con este propósito, se buscó convertir a los jueces en simples operadores de las leyes que habían sido escritas por las instancias legislativas, eliminar su posibilidad de oír “en justicia” los argumentos de los contendientes, y obligarlos a ajustarse a soluciones únicas, claras e inequívocas —el texto escrito de la ley— sin lugar a interpretaciones y excepciones, es decir, todo aquello que había formado parte esencial de la cultura jurídica novohispana y que era ampliamente conocida y practicada por numerosos pueblos comuneros. Así, este largo proceso emprendido por los estados modernos de occidente en pos de una cultura jurídica igual para todos, de carácter abstracto y positivo, fue eliminando el tipo de argumentaciones y de valores con que se acostumbraba negociar.[10] La terquedad con que algunos estratos pueblerinos aún blandieron ante el aparato judicial y de gobierno aquellos valores particulares sobre qué era lo “lo justo” hubo de irse ajustando a los nuevos conceptos y rutinas burocráticas. Las rasgaduras que produjo esta transición, marcaron todo el periodo aquí estudiado y, aunque no son temas centrales del libro, en su trasfondo se nota el interés por descubrir esa riqueza perdida de la antigua cultura jurídica, o por lo menos olvidada.

			ORGANIZACIÓN

			La obra no delimita de forma nítida un espacio temporal, geográfico o temático. Cada uno de sus seis capítulos tiene su propia unidad en cuanto a tema y tiempo. Así el segundo, que estudia a las prefecturas y jefaturas en el aparato formal de gobierno, como el tercero, que analiza sus atribuciones sobre tierras, aguas e impuestos, desmadejan hilos desde el inicio de la independencia. Los demás se ciñen más estrictamente a la segunda mitad del demorado siglo XIX, desde la revolución de Ayutla (1854-1855) y la pugna de la guerra de reforma, hasta el ocaso porfirista.

			El libro adopta varias dinámicas. Comienza por mostrar las amplias y considerables atribuciones de las jefaturas, para luego contrastarlas con su difícil y contradictoria relación con los grupos populares. Al inicio se concentra en el aparato legal y los procedimientos institucionales —fluye desde el centro del poder y va descendiendo por la escalera jerárquica hacia los pueblos, barrios y rancherías—. A partir del tercer capítulo y en lo que resta de la obra, se ve la interacción entre actores pueblerinos y las jefaturas tanto en los escenarios institucionales como en una esfera igual de importante pero más difícil de observar: las presiones, acuerdos y resistencias relativamente escondidas del mundo informal. El último capítulo invierte el punto de vista: se construye desde abajo y desde las orillas del estado y busca recuperar algunos de los principales repertorios de negociación plebeya, ya sus comedidas apelaciones en los cauces gubernamentales, ya cuando éstas dejaron de serlo y, desbordando dichos cauces, usaron de la violencia.

			Aunque se intentó darle al texto una disposición menos rígida y tradicional, da inicio como suelen hacerlo los de historia: su primer capítulo, “El entorno, los pobladores y su historia” introduce la naturaleza y los habitantes del Estado de México,[11] su pasado social, territorial y, en menor medida, económico. Presenta varios mapas y cuadros básicos para aquilatar la geografía física y humana, los grandes cambios en su jurisdicción territorial —la entidad sufrió las enormes pérdidas de los estados de Guerrero, Morelos e Hidalgo— como de cada distrito político, es decir, de los territorios, creados de manera relativamente artificial, que encabezaban los prefectos y jefes políticos, los cuales, por los municipios y pueblos que los configuraban, mudaron continuamente de número, denominación, demografía, jurisdicción y composición. Como iré mostrando, los distritos —de la misma manera que las entidades e incluso los países— son en buena medida resultado de una voluntad de poder, más que productos de los fundamentos de la naturaleza, de la historia social, de la cultura y/o de la economía, aunque una combinación de todos éstos siempre está presente. Sólo en pocas ocasiones su conformación respondió a una sola variable fundamental, como fue la creación del distrito de El Oro, en 1902, debida al boom minero en esta zona. Cuando los entornos eran de violencia y enfrentamientos bélicos, los factores políticos y militares solían marcar la pauta de su delimitación y avatares.

			Se tomó el año de 1885 para describir, agrupados en cuatro zonas geográficas básicas, los quince distritos entonces existentes: su naturaleza, territorio, sociedades, estructura agraria, así como las principales actividades económicas. Como estas descripciones acaso no resulten interesantes para quien no busque ahondar en la geografía humana de las regiones y los distritos, estuve tentada de sugerir que algunos lectores podrían obviarlas, pero recapacité al revisar la obra antes de darla a la imprenta: la delineación de cada distrito me permitió, por un lado, introducir los temas de historia social que desarrollo más ampliamente en los capítulos subsecuentes, esto es, constituye la base de lo que a continuación despliego, y, por el otro, sirve de punto de referencia para que, si alguien se interesa en determinado proceso descrito en otra parte —digamos, la desamortización o una revuelta—, pueda regresar para precisar el escenario en el que tiene lugar la acción.

			El capítulo II, “Del poder: facultades, límites y estilo”, dibuja los amplísimos y variados poderes con que se dotó a las prefecturas y jefaturas políticas, las formas como éstas evolucionaron desde su instauración, a fines de la época novohispana, hasta su cancelación, en 1914, por el régimen de la revolución mexicana en el Estado de México, y, en 1917, de manera definitiva, con la constitución federal. A la institución estudiada se le entregaron múltiples instrumentos para afrontar los retos de la centralización política y de la federalización que el gobierno fue imponiendo en la segunda mitad del siglo XIX: para, en lo posible, instaurar gradualmente el dominio de la propiedad privada, aunque siempre en negociación con pueblos y municipios; para mantener la paz pública, y para conocer, y acabar por controlar, las poblaciones y sus recursos. Aquí se revisan, resumo, sus atribuciones sobre la citada centralización y como eslabón entre palacio nacional y los diversos niveles de autoridad dentro de la entidad, así como entre las ramas ejecutiva —a la que pertenecían las jefaturas—, legislativa y de justicia; también sus jurisdicciones para conocer el territorio y la población, lo que iba de la mano con un mayor control sobre sus habitantes, y, finalmente, sus funciones en el oropel gubernamental y en el montaje del “teatro del estado”. Esta visión panorámica enfatiza, asimismo, la contraparte: las acciones de legisladores, gobernadores y hombres fuertes locales por limitar sus facultades, sus abusos y las redes clientelísticas que típicamente desplegaban los jefes políticos. Este apartado rebasa el marco legal y se asoma a los mecanismos informales de poder, tan vitales en la cultura política de las clases populares, y claramente visibles en las pugnas e influencias por designar y decidir la permanencia de prefectos y jefes políticos, así como en la tupida telaraña de lealtades que orientaban la acción de estos funcionarios.

			El tercer capítulo, “Bienes, derechos e impuestos”, entra al meollo de la investigación, al abordar la dialéctica entre jefes políticos y algunos campesinos y pueblos que defendieron ciertos derechos sobre bienes raíces. Aquí el hilo conductor es un asunto fundamental en la experiencia pueblerina: la embrollada evolución de los derechos colectivos y privados sobre tierras y bosques. Este tema es uno entre otros —por caso, las cuestiones electorales y religiosas, e incluso, otras tramas de lo agrario, como el manejo de las aguas— que habrían servido para el mismo fin: analizar la dialéctica del poder. Tangencialmente, este capítulo también toca el muy significativo asunto de las cargas impositivas y algunas adaptaciones y resistencias con que se negociaron. Una idea central, aquí y en toda la obra, es la ductilidad. Ésta se encuentra en las facultades agrarias e impositivas, en sus antinomias y vacíos legales, y, sobre todo, en los diferentes matices para dibujarlas en el mundo concreto y cotidiano, ya que a lo largo de toda la pirámide social cada atribución podía ser adoptada, negociada, ignorada y/o rechazada por los núcleos sobre los que se iba a aplicar, ya fuesen los grandes hacendados, que en un caso extremo aprovecharon las leyes y sus conexiones con las máximas estrellas del poder para desecar, en su beneficio, parte del lago de Chalco o, en otro asunto, unos carboneros de Huixquilucan que, gracias a su pobreza, lograron que la emperatriz Carlota los exentara de prestar servicios militares.

			El cuarto capítulo, “La precaria modernización liberal”, esboza algunas fallas y despropósitos de la modernización liberal en el mundo agrario —el de la mayoría de la población—, aunque, como señalé, no para estudiar ésta en sí misma, sino como un escenario privilegiado para observar la sociedad y el poder en movimiento. Durante la primera mitad del siglo XIX, muchos terrenos de los pueblos eran de uso común, de derechos compartidos y de dominios divididos mediante fórmulas complejas que solían dirimirse a escala local y, en buena medida, regirse por tradiciones locales selectivas. La complejidad del tema también se origina en el hecho de que los bienes raíces de los pueblos podían formar parte de diversos tipos de propiedad, como eran los ejidos, los de común repartimiento, los propios y los arbitrios. Poco a poco, sobre todo en la segunda mitad del siglo XIX, con tropiezos y de manera contradictoria, las leyes y políticas de inspiración liberal unificaron y, hasta donde fue posible, homogeneizaron estos dominios bajo la fórmula de propiedad privada debidamente delimitada, reconocida por el gobierno e integrada al esquema fiscal local y nacional. Cabe anotar que los impulsos privatizadores no sólo venían de arriba: también surgieron, desde la época novohispana, de las entrañas pueblerinas. El capítulo enfoca su lente sobre las diferencias regionales de los procesos de desamortización, en especial aquellos experimentados en los terrenos de común repartimiento. Elegí cuatro estudios de caso —Texcoco, los valles de Lerma y Toluca, Huixquilucan y Acambay—, elaborados con base en los análisis de acuciosas investigadoras —Diana Birrichaga, Gloria Camacho, Daniela Marino y Carmen Salinas, respectivamente—, para ejemplificar algunos rasgos comunes, así como contrapuntos y paradojas, de dichos estudios.

			Debo alertar al lector sobre la complejidad de estos procesos. Originalmente supuse que los capítulos IV y V retratarían las jefaturas como acicates para marchar hacia la propiedad privada, es decir, como promotores de la transición de los derechos divididos y/o colectivos de posesión y acceso a bienes raíces hacia la unificación de los dominios en propiedad privada, ésa de carácter más moderno, explotada por un solo individuo, delimitada y sancionada por las autoridades, entre ellas, desde luego, los propios jefes políticos; sin embargo, una explosión historiográfica sobre la modernización agraria en el mundo y en México —incluyo en ella las contribuciones de colegas y alumnos míos, de los cuales tanto he aprendido— me obligó a matizar esta interpretación y mostrar que las rutas fueron varias, también contradictorias y, muchas veces, inacabadas. Rosa Congost ha llamado, atinadamente, a cuestionar la idea del estado como el órgano protector y garante de la propiedad privada en automático, y a evitar simplificar la historia de las relaciones jurídicas, políticas y sociales como si ésta sólo fluyese desde las leyes e instituciones, del estado hacia abajo, desde el centro del poder al resto de la sociedad.[12] Mostraré, entonces, que el pasado fue mucho más enmarañado que el simple seguimiento de una sola línea.

			La arena donde tendieron a expresarse y concentrarse las tensiones fue en esa atribución de las jefaturas políticas del Estado de México que les permitía autorizar los litigios por cuestiones agrarias enderezados por pueblos, municipios y ayuntamientos. Éste es el meollo del capítulo V, “Viejas querellas y nuevas arenas: la ciencia y arte de la contención”, que revisa cómo operó la obligación de, primero, buscar la conciliación de las partes en disputa antes de que se formalizara el litigio y, sobre todo, que se evitaran “las vías de hecho”. Esta secuencia fue esencial para que las jefaturas tomasen el pulso del agro, estableciesen un buen grado de control y ofreciesen soluciones o treguas a los conflictos.

			Los permisos para litigar constituían atribuciones sustantivas para los actores colectivos y acabaron por oscurecer el sentido de las principales leyes federales en la materia —entre otras, la constitución de 1857, que coartó su personalidad jurídica—. Para el aparato institucional en el Estado de México no fue tarea simple impedir que los actores colectivos siguieran defendiendo en la arena jurídica sus derechos a poseer y/o ser dueños de bienes raíces —insensatamente, se pretendió que en la vida concreta de los pueblos esta práctica cesaría de tajo—: cuando la ley de jefaturas políticas de 1868 ratificó a pueblos, municipios y ayuntamientos el permiso que tenían para litigar, de hecho aceptó sus derechos a poseer y ser dueños de recursos colectivos, así como a representarse a sí mismos en las instituciones de justicia y de gobierno. Y es que, ante la presencia y persistencia de determinados campesinos comuneros, el aparato jurídico y la organización formal del poder tuvieron que flexibilizarse y, con ello, colmarse de antinomias y vacíos. En buena medida las numerosas presiones y las insurrecciones plebeyas impidieron que el gobernador, los jefes políticos y los abogados litigantes de renombre borraran de un plumazo algunos derechos que escapaban al cartabón de la propiedad privada. En buena parte del país, cuando Porfirio Díaz se embarcó en el Ypiranga para dejar México, los pueblos todavía mantenían estos dominios de propiedad colectiva, que se revivirían y resignificarían con el programa ejidal de la revolución mexicana pues, además de la restitución y dotación de tierras ejidales, que podían trabajarse de manera colectiva, también se reconocieron y confirmaron bienes comunales que los pueblos habían mantenido en posesión.

			Sobra decir que este trabajo se ha nutrido, y mucho, de otros estudiosos, y que sus páginas recorren caminos similares a los análisis que sobre los grupos indígenas en el Istmo de Veracruz realizó Emilia Velázquez, quien ha resaltado, de acuerdo con la multiplicidad de respuestas surgidas desde el fondo de la estructura social y sus capacidades para modificar los proyectos de los grupos dominantes, las complicaciones y las “alteraciones de diversa magnitud” en torno de los procesos privatizadores del porfiriato. Sin negar que, al amparo de la desamortización, incontables comunidades indígenas terminaran por perder sus tierras, ni que el proceso estuviera plagado de inequidades, llama a evitar esquematizaciones y a “recuperar la complejidad de los hechos”. Debe analizarse tanto la mezcla de adaptación y de resistencia como las múltiples contradicciones y dificultades que surgen en “el proceso de ‘anclaje’ local de los proyectos estatales”, ya que éstos “son llevados a la práctica por actores sociales con agendas propias derivadas de las circunstancias locales y regionales en las que se desarrollan sus vidas cotidianas”.[13]

			Analizar los sinuosos caminos de la negociación entre comunidades y jefes políticos permite matizar, por un lado, la imagen estereotipada —que, en ocasiones, sí corresponde a sucesos concretos— de estos últimos como “señores de horca y cuchillo” e incluso documentar, con relativa facilidad, los casos en que estaban en sintonía con los pueblos y sus campesinos, y, por el otro, la actitud de los habitantes de los distritos, que no se quedaban de brazos cruzados ante los proyectos y acciones de la autoridad. Así, este capítulo termina por mostrar ejemplos concretos tanto de la forma en que los de abajo —y los de no tan abajo— se defendieron de estos funcionarios como de las quejas que externaban de viva voz y cuerpo presente o por escrito, de las peticiones para que se destituyera a estos funcionarios e incluso de la interposición de amparos formales en su contra.

			El sexto capítulo, el final, “Los pueblos ante el último recurso: breve matrícula de la violencia”, se construye ya no enfocando las atribuciones de estos eslabones del poder, sino yendo directamente a las acciones, argumentos y silencios de los sectores bajos. Ahí se analiza parte de lo que hicieron y dijeron, o dejaron de hacer y de decir, algunos campesinos de los pueblos —e incluso, pueblos y municipios en tanto actores colectivos— para defender ciertas leyes, derechos, costumbres y arreglos sociales, antiguos y nuevos en torno del acceso, uso, posesión y propiedad de recursos naturales. La primera parte, “A título de costumbre”, se adentra en cinco repertorios de negociación de los grupos populares: en primer lugar, las formas como los pueblos solicitaban títulos y otros documentos probatorios de lo que alegaban como suyo y que, en casos extremos, ante las dificultades para tenerlos o encontrarlos, algunos llegaron a utilizar ingeniosas elaboraciones fraudulentas. Enseguida se examinan dos armas de argumentación de estos actores: las peticiones de excepción a leyes generales, en especial a las desamortizadoras —lo que contradecía el carácter homogeneizador tan caro a la modernidad jurídica—, y la capacidad para amalgamar partes de lo antiguo con otras de lo nuevo, usando los conceptos y las leyes casi como en un “menú a la carta”. También se analizan los mecanismos informales de resistencia, cotidiana y simbólica, como eran la ignorancia fingida, la falsa complacencia y otras acciones soterradas que buscaban, simplemente, minimizar las agresiones del sistema.

			La segunda parte del capítulo, “Lo que se desbordó”, estudia el uso dosificado de la violencia, una de las armas principales con que los sectores llanos de México y del mundo rectifican sus derechos a las tierras y las aguas. Las amenazas y el uso fáctico del poder armado no son compartimentos estancos: están intrincablemente unidos a los recursos institucionales y la resistencia oblicua. Esta sección arranca con el reto que para los jefes políticos significó garantizar —en medio de intimidaciones, la apropiación de bienes en disputa, motines y la insurrección organizada— lo que, por mandato de ley y por tradición, era su responsabilidad primaria: la “tranquilidad pública”; para entender el problema, repasa algunas de las atribuciones de estos funcionarios sobre el poder armado, así como su papel en la conformación del ejército, de la guardia nacional y rural, de las fuerzas de seguridad y del control de vagos y “mal entretenidos”, las cuales bien podían desembocar en la temida leva.

			A continuación, llevo al lector a un recorrido por la violencia popular —desde los meros amagos a las grandes rebeliones—, sin duda, uno de los principales mecanismos informales que permitieron defender el acceso, uso y propiedad de tierras, bosques y aguas. Se analizan lo mismo las amenazas solapadas que las directas a las que recurrieron todos los actores sociales, la apropiación y utilización cotidiana de los bienes en disputa —lo que probablemente constituyó el método principal, por su relativa impunidad y por las consecuencias positivas que en ocasiones se alcanzaban en el corto plazo—, los motines y tumultos que han sido tan poco estudiados en México y, por último, las revueltas y rebeliones sociales en forma. Todas estas instancias forzaron a prefectos y jefes políticos a entrar en intrincados procesos en pos de canalizar el descontento y mantener la paz. Si bien de manera corriente estos funcionarios sencillamente se limitaban a advertir, amonestar y usar la fuerza militar para sofocar las desobediencias y las insurrecciones, hubo algunos que, casi a contrapelo de la práctica corriente, se arriesgaron a explorar las causas profundas del malestar social e intentar alguna solución.

			En el análisis de los repertorios plebeyos, a pesar de lo fascinante que puede resultar su estudio, más que adentrarme en sus orígenes y resultados lo que en este capítulo aquilato es, primordialmente, su relación dialéctica con las jefaturas políticas. Aquí cabe destacar que la diversidad de estrategias populares —pacíficas y violentas, institucionales y veladas, esporádicas y sostenidas, referentes a cuestiones materiales o afincadas en agravios— es una clasificación académica, pues en la práctica se las utilizaba y traslapaba según los requerimientos de la acción colectiva, las necesidades locales concretas, las condiciones específicas del dominio, los valores y los argumentos, así como las oportunidades de enlazarse con otros actores descontentos en regiones más amplias.

			Por último, para facilitar el asentamiento de los hechos y datos fundamentales, el libro aporta varios anexos: una cronología, la evolución de las atribuciones básicas de las prefecturas y jefaturas, un listado de los principales prefectos y jefes políticos en la entidad, así como mapas y cuadros estadísticos que complementan los incluidos en los capítulos.

			BAGAJE CONCEPTUAL

			Para avanzar en todos estos propósitos, esta obra combina fundamentos de la llamada historia desde abajo con otras corrientes en las ciencias sociales, como la resistencia y la subalternidad. Algunos conceptos se definen conforme se van utilizando, como los de clientelismo y patronazgo, que se revisan en el capítulo II. En este mismo y el siguiente se señala la importancia de los jefes políticos, para ir perfilando y consolidando otro concepto: el de dominio, así como, los métodos administrativos para alcanzar un control sistemático de aquellos trozos de la realidad que a los gobernantes les interesaba conocer y manejar para cumplir sus funciones en el sistema.[14] El resto de los capítulos, del III al VI, inspeccionan la acción política de los subordinados, en especial a través de las resistencias cotidiana y simbólica. Esta última solía fundamentarse en nociones de economía moral, precepto que procede del campo de la historia marxista y que influyó al resto de las ciencias sociales. En el último capítulo se utilizan los repertorios de acción colectiva, etnicidad situacional y la compleja cuestión del dominio, y se analizan motines y tumultos siguiendo las líneas trazadas por E. P. Thompson y James C. Scott, que subrayan cómo es que estos actos de violencia popular, aparentemente espontáneos, estaban respaldados por una notable organización informal y una red comunitaria.

			La introducción es un buen momento para ofrecer un breviario del instrumental teórico en que se fundamenta el libro. Como sucede regularmente en todas las disciplinas científicas, los conceptos suelen aparecer en grupos, ya que provienen de determinadas matrices conceptuales. Conviene, por lo tanto, empezar con las nociones de clientelismo y dominación patrimonial, de carácter personalista, que explican la maraña de lealtades que ligaban a los jefes políticos con gobernadores, caciques y, en ocasiones, aun con el presidente en turno. A veces estas redes también los establecían con la contraparte: con los gobernados y que eran parte esencial de la cultura del poder en la que se encontraban insertos los grupos populares. Estos nexos informales, cuyo estudio se deriva de la sociología weberiana,[15] no deben entenderse como una simple corrupción o incapacidad de ciertas sociedades para llenar los requisitos de las naciones democráticas de occidente, sino como una forma diferente de autoridad, con su propia lógica y legitimidad.[16]

			La reciprocidad de favores y obligaciones entre líderes y seguidores propicia vínculos discordantes: por un lado, humanos y afectivos, y, por el otro, abusos, propios del ejercicio del poder político y militar, de los hombres fuertes locales y ciertos funcionarios. Ahora bien, como los lazos clientelísticos pueden evolucionar y adaptarse a diferentes regímenes e ideologías, el clientelismo marcó la forma de hacer política por igual en los siglos XIX, XX y XXI latinoamericanos —por referirme únicamente al periodo que arranca con la ruptura de las amarras con España— y, en diversos grados y formas, en el resto del mundo. El clientelismo es un aceite que hace funcionar la maquinaria del dominio y buena parte del aparato político formal. Pervive principalmente en la sociedad rural, aunque también se lo encuentra en escenarios urbanos, como sucede incluso hoy en las organizaciones partidistas y los procesos electorales. La persistencia y ubicuidad del clientelismo prueba que se trata de un fenómeno mucho más complejo que un simple derivado de condiciones “prepolíticas” de sociedades “atrasadas” incapaces de alcanzar los estándares de países democráticos desarrollados y muestra que tan lentamente cambian los valores de la cultura política.

			Por su lado, economía moral es un término propuesto por E. P. Thompson en su clásico análisis sobre las acciones de masas en la Inglaterra del siglo XVIII, con el que intentó comprender cómo es que la costumbre, la cultura, la razón, la moral y otras condiciones culturales amoldan las respuestas populares. La tesis central es que las acciones rebeldes del “populacho” se guían, en gran parte, con base en ideas y valores asentados en una noción de legitimidad; es decir, que quienes las protagonizan creen estar defendiendo derechos o costumbres tradicionales, apoyados por un amplio consenso comunitario popular sobre “qué prácticas eran legítimas y cuáles ilegítimas”. Puede decirse que esta idea tradicional de normas y obligaciones constituye la economía moral de los pobres.[17] No pocos autores han emparentado este término con el de paternalismo, aunque el propio Thompson rechazó dicha asociación, por considerarla benevolente con las clases propietarias.[18]

			Las acciones y argumentos populares en el Estado de México usualmente se apoyaron en nociones de economía moral, que se resaltan del capítulo III en adelante y que constituyen partes vitales de los afectos y los valores imperantes en las relaciones de poder. Como se verá, defendieron vehementemente este tipo de legitimidad tanto “indígenas”, “naturales” y campesinos como pueblos y municipios, que una y otra vez alegaron tener derecho a que se les garantizase un mínimo de bienestar, así como a mantener las tierras y aguas que habían pertenecido a sus pueblos y/o familias “desde tiempos inmemoriales” —frase que, repetidamente utilizada, se convirtió en un talismán legitimador, aunque en no pocas ocasiones se alejara de la verdad—. También protegieron los privilegios que creían merecer por ser “originarios” de los pueblos y/o indígenas, en especial en la época de Maximiliano de Habsburgo (1864-1867), más inclinada que los liberales a oír la voz de los menesterosos. Algunos de los derechos populares que habían sido consagrados por el tiempo se trasladaron a leyes, códigos e instituciones, junto con otros que se concibieron sobre la marcha para resolver casos particulares. En ocasiones, estos valores, que simplemente habían permanecido en la memoria oral y colectiva como reglas tácitas, se reactivaron para la ocasión. En sus alegatos y acciones, los marginados frecuentemente entreveraron aquellas partes de las ordenanzas y costumbres que les convenían —como ciertos fragmentos de las leyes de Indias— y olvidaron las que los contradecían. En determinadas coyunturas pidieron que se pusieran en práctica las nuevas leyes, en otras las ajustaron y en unas más, las ignoraron.

			Esta obra privilegia el quehacer cotidiano con que los de abajo negociaron tanto su lugar en la estructura de poder como ciertas esferas de autonomía, prácticas que contribuyeron a cincelar la estructura del gobierno, de las leyes, de las ideologías y de las acciones de los gobernantes. Un rasgo típico de la política popular universal, es que no suele aparecer en manifiestos, proclamas a la nación, borradores de constituciones, plataformas electorales, debates ideológicos o discursos grandilocuentes. La voz del pueblo llano —al que se le suele reconocer por sus acciones— habitualmente es inaudible. Como se irá probando, desde esta perspectiva es posible rescatar trozos de sus agravios y de su moral básicamente a partir de lo que hacían, muchas veces de manera anónima. Por caso, protegidos por la oscuridad, algunos pueblos movieron o destruyeron las mojoneras que marcaban su territorio respecto de sus colindantes.[19]

			No creí pertinente utilizar una clasificación que englobara a los sujetos populares que forman la materia prima de este libro, en vista de que su gran diversidad hace imposible reducirlos a una clase, un estrato, una ocupación laboral y/o una etnia. Más bien lo que se intenta mostrar es, precisamente, sus combinaciones y la pluralidad en el seno de las comunidades. Incluso es problemática la utilización del término campesino, que podría parecer el más adecuado para algunas partes del libro, como el IV, sobre la desamortización, para empezar porque es difícil separar su uso coloquial de su significado histórico y, sobre todo, del término sociológico en tanto clase, ocupación, o bien, su relación con los medios de producción. En los cientos de libros, artículos y discusiones que ha arrojado la controversia sobre qué es un campesino, marcaron un eje de discusión las exploraciones que del campo ruso elaboró Chayanov en torno de la familia campesina como unidad de producción y consumo, centrada en sí misma, donde el trabajo asalariado es poco frecuente, es decir, una que genera márgenes reducidos de utilidad y de interacción productiva o comercial con el mundo más amplio. Esta concepción “clásica” ha sido criticada y matizada por numerosos autores, lo que pone de manifiesto que resulta poco útil no sólo para comprender los sistemas agrícolas en los países occidentales de avanzada capitalista sino, incluso, los de los países pobres.[20] Para el presente libro, ni esta ni otras definiciones de campesino permiten comprender la heterogeneidad y el traslape de categorías dentro del mundo rural del Estado de México, con su diversidad de actores sociales, económicos y políticos, sus cruces de ocupaciones, estratos, clases y etnias, sus variadas culturas, religiones, idiomas e identidades. Particularmente difícil de asir conceptualmente es la relación entre campesinos y grupos indígenas que en no pocas ocasiones convergían. Así, la riqueza histórica y analítica reside, precisamente, en el cruce de categorías.

			No obstante, muchos de los actores que el lector encontrará trabajaban la tierra y formaban parte de pueblos comuneros; pero aun aquí hay diversidad: campesinos relativamente autosuficientes, así como otros que complementaban sus ingresos vendiendo su trabajo o sus productos de manera ocasional o sistemática; peones acasillados y eventuales, rancheros, pequeños y medianos propietarios. También aparecen leñadores, carboneros, pescadores y otros que obtenían parte significativa de sus ingresos recogiendo frutos del bosque y del lago, como la raíz del zacatón, la brea, el tule y el tequesquite, así como productos medicinales y comestibles para consumo y/o comercio, por ejemplo, quienes se dedicaban a vender madera a la compañía papelera de San Rafael, en Chalco, a recolectar aguamiel para elaborar pulque destinado a amplios mercados o a recoger zacatón de las faldas del Nevado de Toluca para compañías que elaboraban cepillos. En estos pueblos también brilla la presencia de hombres y mujeres del común que no se definían por su nexo con la tierra, el bosque y el agua —a pesar de que lo hayan tenido o incluso lo mantuvieran activo—: arrieros, pequeños comerciantes, alfareros, canteros, ebanistas, carpinteros, quienes elaboraban textiles, manta o ropa, zapateros, panaderos, profesores, vendedores trashumantes, albañiles, artesanos, obreros y, a veces, escalones bajos de la administración de justicia y del ejecutivo, como jueces auxiliares y conciliadores, o bien síndicos procuradores, alcaldes, regidores e incluso presidentes municipales. Asimismo, el libro da cuenta de individuos cercanos a la noción de marginalidad, como eran los mendigos, los huérfanos y, sobre todo, aquellos que eran tomados de leva, muchas veces, precisamente, por los jefes políticos. Lugar principal tienen quienes llevaban los trámites en las oficinas de gobierno y escribían las quejas, peticiones, demandas, amparos y solicitudes de los de abajo, pues sus escritos son la materia prima de esta obra, en varios casos, personas versadas, “tinterillos” y aun quienes elaboraban títulos y documentos probatorios, a veces fraudulentos, de los derechos y bienes de los pueblos y barrios y de sus personajes.

			Los conceptos plebeyo, popular, los de abajo, menesterosos —término muy de la época—, pobres, subalternos —del cual se hablará páginas adelante— u otros similares también carecen, como tantos otros en ciencias sociales, de la precisión deseada, dado su carácter relativo, sin una delimitación clara que marque quién cabe o no en él, amén de que varían con el tiempo y la circunstancia. El término pueblerino es igualmente problemático, porque no distingue las diferencias sociales: engloba desde ricos y caciques hasta los hombres y mujeres del común.[21] Otra consideración se refiere la identidad y la manera como se describen a sí mismos los de abajo, lo que implica una temática de las “identidades situacionales” y cambiantes. En los papeles viejos con que se escribió esta narrativa se autonombran de maneras diversas; como naturales, “hijos del pueblo”, originarios, indígenas y, mucho más raramente, según su ocupación: campesinos, carboneros, apoderados, etc. Cuando se insurreccionaron, se definieron a sí mismos en calidad de peones, oprimidos y pobres del campo, entre otros. Finalmente, la propia documentación que sirve de base a la narrativa por lo general soslaya estas sutilezas. Espero que la riqueza del estudio —si es que hay alguna— refleje precisamente la diversidad de actores sociales que ocupaban las bases de la sociedad rural y estaban lejos de constituir un grupo homogéneo, imposible de etiquetar en un rubro definido.[22]

			°°°

			En gran medida esta investigación está estructurada sobre las nociones de resistencia cotidiana y simbólica, propuesta fundamental de James C. Scott que permite analizar las relaciones y luchas entre clases, estratos, géneros y otras divisiones sociales, viendo los conflictos cotidianos a ras de suelo y no en las grandes revoluciones o los debates ideológicos. Las resistencias se refieren a lo que suelen hacer, en la mayor parte de la historia, quienes tienen menos poder, recursos e influencias, es decir: en vez de correr el riesgo de una desobediencia o una rebelión abierta, negocian el dominio sin desafiarlo directamente, utilizando métodos oblicuos en el trato del día a día con el poder. A lo largo de la historia, pocas veces las clases subordinadas se han dado el lujo de generar organizaciones políticas propias y claras, dados los peligros que ello suele conllevar. Quienes están al final de la escala social no suelen tener actitudes suicidas y, por ello, estuvieron menos interesados en cambiar y revolucionar las estructuras generales del dominio que lograr, según célebre frase de Eric Hobsbawm, “que el sistema trabaje con la menor desventaja posible [para ellos]”. Estas “otras” estrategias permiten, en ocasiones, alcanzar objetivos similares a los del desafío abierto, pero con menor riesgo.[23] El mismo Scott ha recalcado que la utilización del concepto de resistencia no debe reducirse a describir la variedad de patrones de acciones desde abajo y sus consecuencias, sino valerse de dicha herramienta para entender los conflictos, esto es, la materia prima del historiador de lo social, para sacar a flote el sentido y los valores que los fundamentan, las conductas que contribuyen a formar —por caso, los valores que sirven como bases ideológicas de la desobediencia civil o las revueltas— e incluso para comprender las acciones de mayor envergadura, es decir, las revoluciones sociales.[24]

			En tanto que uno de los propósitos del texto consiste en no limitarse a explicar la perspectiva de quienes tenían el poder y la autoridad, también fueron de gran utilidad otras dos propuestas de Scott. Para empezar, la de transcripción oculta, ese espacio social formado por actos de lenguaje y otras prácticas de liberación, alejado de los escenarios del poder, que implica una gama de pequeños actos de desafío cotidiano y simbólico en espacios cerrados a los que tienen acceso sólo quienes pertenecen a un determinado grupo. La infrapolítica es la otra herramienta de análisis a cuya exploración se dedican muchas de las páginas por venir. Esta esfera se refiere a las acciones plebeyas que estratégicamente se colocan entre la política visible y la transcripción oculta, un “microforcejeo” de las luchas cotidianas de clase que permite penetrar debajo de la tranquila superficie de aquiescencia en relación con la distribución del poder, la influencia y la riqueza que hacen suponer los documentos y actos de gobierno. Frecuentemente, los subordinados están presionando los límites de lo que es permitido hacer y decir con el fin de suavizarlos y modificarlos, y, en muchas ocasiones logran desajustarlos o recomponerlos. Resalta, en esta gama de acciones, la supuesta aceptación de jerarquías y orden moral, pero también un incumplimiento soterrado de normas sociales y de trabajo, la lentitud en las labores, los pequeños robos, las provocaciones, los desafíos y retos, y, en escala más agresiva, la amenaza del uso de violencia, las presiones colectivas, los sabotajes e incendios provocados.[25] Los capítulos irán exponiendo la forma en que estas armas populares permitieron ir aflojando algunas ataduras del dominio en el campo. Se argumenta que dichos mecanismos de obstrucción fueron razón principal del carácter lento, trunco y a veces caótico que siguieron casi todos los procesos echados a andar por las élites y que buscaron instaurar una modernidad liberal en el agro, en la justicia y en otros ámbitos para legitimar y afianzar su hegemonía hasta convertirla en algo natural e incluso deseable.

			Paso ahora a reflexionar sobre los términos, estrechamente emparentados, de dominio y hegemonía. Una característica esencial de ambos es que no se refieren a situaciones claramente demarcadas, ya que las sociedades casi nunca están escindidas en sólo dos campos antagónicos: el de quienes dominan y el de los dominados, sino que en el medio, y de manera flexible, existen múltiples espacios de fuerza que van cambiando con el tiempo y según la coyuntura. Ningún poderío es total y, por pequeñas que sean las fracturas y desobediencias, prácticamente nunca hay grupos y clases que estén sometidos totalmente. Tanto la sociología heredera de Karl Marx como la de Max Weber han mostrado la pluralidad de formas de dominio y sus redes estructuradas de interdependencia.[26] Esta posición relativa es la marca distintiva de los dos protagonistas centrales de la obra: los jefes políticos —que, por caso, en determinado momento podían lograr un férreo control militar sobre sus gobernados pero, a la vez, dependían de nexos inestables con el gobernador y/o el presidente— y los grupos populares, que normalmente encontraban algunos mecanismos, aunque modestos, para limitar las políticas gubernamentales y desatar algunos de los nudos de la hegemonía.

			La dialéctica que con palabras de Roseberry describí al inicio —cómo las formas de dominación moldean a la sociedad y éstas, a su vez, son moldeadas por un haz de representaciones y acciones de las diversas poblaciones subalternas— constituye el hilo conductor central de este trabajo, cuyos pespuntes forman la noción de hegemonía. Ésta debe entenderse —sigo a Roseberry— como una manera de acercarse no al consenso, como frecuentemente se la ha querido comprender, sino al conflicto y la negociación. La hegemonía establece un marco habitual para hablar de la dominación, entenderla, confrontarla, acomodarse a ella o resistirla. “Lo que construye no es, entonces, una ideología compartida, sino un marco común material y significativo para vivir a través de los órdenes sociales caracterizados por la dominación, hablar de ellos y actuar sobre ellos.”[27]

			Quedan por registrar otras categorías fundamentales que no se presentan en un capítulo específico sino a lo largo de la obra. La noción de grupos subalternos, básicamente derivada del análisis de Antonio Gramsci, se utiliza extensamente pues se presta a ello su carácter incluyente y flexible, que permite enfocar el entrelazamiento de varias formas de dominación y de estigma: políticas, culturales, de clase, nación, raza, casta, género, cargo público, condición legal. Como otras nociones, la de subalternidad tampoco denota condiciones absolutas de inferioridad, sino relaciones fluctuantes. En las últimas décadas, el concepto se ha convertido en una importante corriente empleada por etnólogos, antropólogos, politólogos, lingüistas, literatos e historiadores sociales —sobre todo, el grupo radical de cientificistas sociales de la India, así como latinoamericanistas— y en su acepción original, de las décadas de 1980 y 1990, subraya la centralidad de los grupos subordinados, protagonistas legítimos pero desheredados en el proceso histórico, y busca reconocer su papel creativo.[28] Con el tiempo, la idea de subalternidad se matizó: se hizo menos binaria y más compleja, y se resaltó como entre los propios subalternos hay numerosas capas, estratos y grupos que muchas veces se enfrentan entre sí y que impide que forman una unidad simple unida en un todo. Además, las reflexiones se desplazaron de la historia de los sectores populares hacia cuestiones conceptuales, metodológicas e historiográficas, enfocadas en corregir la visión elitista dominante en la investigación y el trabajo académico.[29]

			En lo que toca a la revisión del complicado asunto del estado nacional, se intentará, como se señaló, dejarlo en el trasfondo de la narrativa para concentrar las luces en la negociación con campesinos, indígenas y actores colectivos del campo. No obstante, el estado en su carácter de maquinaria de gobierno y de dominio está presente —asimismo, en un segundo plano— en toda esta investigación. Y eso es así por la centralidad de las jefaturas no sólo en gran cantidad de cuestiones propias del gobierno sino en aquellas rutinas y discursos legitimadores que buscaban hacer del statu quo algo natural, aceptado e, incluso, deseado. En efecto, las jefaturas fueron clave en la consecución de varias características esenciales de esa definición institucional que del estado formuló Weber y reelaboró Michael Mann. En mi opinión, haciendo uso de la propuesta de Philip Abrams que se detallará a continuación, ello más bien debe referirse a otro orden: el de un gobierno centralizado y capaz de imponer paulatinamente sus designios sobre un territorio específico. Entre estas modalidades destaca centralizar las relaciones políticas de manera que irradien desde el centro y hacia el centro, así como establecer “normas autoritarias y vinculantes respaldadas por algún tipo de fuerza física organizada”. Sin embargo, se trata de una estructura “impura”, en tanto que está también abierta “a la penetración de diversas redes de poder”; es decir, su consistencia no es definitiva, sino flexible y receptiva a influjos varios, como los ciudadanos y los partidos.[30] Y es aquí, precisamente, donde, como se verá a lo largo del texto, más resaltan los desempeños de las jefaturas, esto es, en la capacidad que en ocasiones tuvieron para hacer más dúctiles las funciones de gobierno según los reclamos de los diversos estratos sociales —entre otros, los del pueblo llano—, donde y en la medida en que ello sucedió.

			Retomo el hilo de la discusión propuesto por Roux, donde el estado nacional no se concibe como un conjunto de instituciones por encima de la sociedad, sino sólo como un proceso relacional entre seres humanos que se conforma en el conflicto y la negociación, y se modela por la experiencia histórica y los entramados simbólicos, “el tejido de vínculos que reproducen ese orden en la mente y en la conducta de los individuos”. En opinión de esa autora, comprender la estructura estatal

			implica analizar cómo, por qué y desde dónde, en una configuración del mundo, se tejen los lazos materiales e inmateriales que unen a dominadores y dominados […] así como el conjunto de derechos, obligaciones y restricciones que, de hecho o de derecho, constituyen y recrean un modo de mandar y de obedecer, un modo de sujetarse y de insubordinarse y una forma de politicidad.[31]

			Quien ha formulado una de las críticas más radicales a la concepción del estado y a su supuesta autonomía, e incluso a su misma existencia, es Abrams, que, sin duda, ha influido de manera importante en la lógica de esta obra. En ciertos aspectos, el pequeño artículo que publicó en 1988 es semejante a ciertas ideas de Gramsci, para quien la función esencial del estado y de la burguesía consistía en enmascarar la dominación y la falta de legitimidad, en hacerlas tolerables y normales. Estos propósitos están, precisamente, en la base de las ideas de patria y de identidad nacional. Abrams subraya cómo la historiografía del siglo pasado no pudo responder a la pregunta central de qué es el estado y dio por sentada su existencia —que, supuestamente, goza de una notable autonomía relativa— como una realidad distintiva, incluso por encima de las estructuras de la sociedad. Este autor lleva al extremo el paradigma marxista del estado fincado en un aparato de gobierno que sirve para imponer un contexto ideológico que encubre la historia de explotación y legitima la subordinación, y coloca su estudio “en el mundo del mito” porque sobredimensiona la cohesión, el propósito, la independencia, el interés común y la moralidad del orden establecido.[32]

			En esencia, Abrams alega que se ha engrandecido la existencia del estado pese a que no existe como un objeto real, en el orden de un oído humano o en el de un matrimonio, sino, en tanto proyecto ideológico, en otro tipo de realidad. Debe estudiarse en tanto la idea que de sí mismo difunde, antes de todo, como un ejercicio de legitimación, mistificación y ocultamiento. Lo que sí existe —y en todo ello, como se verá, las jefaturas desempeñaron un papel fundamental— es una serie de acciones, prácticas e instituciones de gobierno, así como la idea del estado difundida por muchos de los protagonistas del ejercicio del poder y, hasta cierto punto, asumida y aceptada por el conjunto. Por eso, Abrams propone una deconstrucción radical: estudiarlo en términos de la idea que de él se proyecta para hacer pasar el dominio como algo natural y hacer tolerable lo intolerable, legitimar lo ilegítimo; propone, por lo tanto, analizarlo como una construcción imaginaria, casi una fantasía compartida, que busca convencer a quienes lo asumen de su existencia, coherencia, estructura y aceptación. El estado, en este sentido, ni siquiera es una realidad que esté detrás de la máscara; es apenas la máscara misma, cuya función es impedir que se vea el dominio y la ilegitimidad que oculta.[33]

			Íntimamente unidas a la agenda discursiva del estado-nación están las cuestiones del progreso y la modernidad, que, por lo general, corresponden a las grandes narrativas del pasado regidas por una perspectiva eurocentrista. Este tipo de historia, en buena medida centrada en las instituciones y fundamentada en un individualismo extremo, suele implicar la superioridad natural de las culturas y procesos “modernizadores” experimentados en Europa y los Estados Unidos. La subalternidad y el poscolonialismo hacen una crítica a dichas concepciones y proponen formas plurales de imaginar la modernidad, los estados y las naciones, desarrollos múltiples, contradictorios, llenos de tensiones, que den cabida a las iniciativas subalternas y que con frecuencia quebrantan esa hipotética unidad de desarrollo y el progreso. En ocasiones, las acciones populares rompen incluso con esas otras narrativas que ven al pasado como una supuesta lucha de emancipación de los grupos populares en busca de arreglos sociales más justos y menos autoritarios.

			Dipesh Chakrabarty advierte que un resultado del historicismo con que se suele analizar el pasado de los países llamados subdesarrollados es comprenderlo como una mera transición de las rutas ya trazadas por los países de occidente. Por ello, muchas historias del “tercer mundo”, es decir, de países que por lo regular sufrieron procesos de colonización, acaban siendo un simple recuento de la evolución hacia lo que ya sucedió antes, en otro lado. ¿El resultado?: que la mayoría de estas narrativas se interpretan como meras comprobaciones sobre cuánto y cómo se ha avanzado hacia el “progreso” y la modernización política y económica, hacia eso que en el siglo XIX se denominó como el avance hacia la civilización. Vistos así, estos pasados no son más que una marcha hacia la instauración del estado-nación, la democracia, la ciudadanía y los temas de la emancipación humana, según los paradigmas anclados en la ilustración europea. Por definición, todo lo que no cuadre con esta posición resulta irrelevante e indigno de contarse, lo cual convierte nuestro ayer en una simple narrativa de algo predeterminado, donde sólo hay que explicar, insisto, cómo y qué tan rápido se va hacia lo que ya tuvo lugar y debe reproducirse, simplemente, de la mejor manera posible.[34]

			Es por ello que el meollo de este libro no consiste en descubrir y marcar derivas y fracasos relativos en la ruta a ese —casi el único— destino imaginable. Aquí el lector no encontrará una historia que va de “A” a “B”; tampoco un estudio centrado en el “progreso”, según se lo concebía en la época, en especial, entre las élites gobernantes y de la riqueza: el propósito de esta investigación es sacar a flote, exhibir y entender el carácter embrollado de la historia y, en los pocos casos en que la documentación lo permite —particularmente, en algunas rebeliones—, abrir el horizonte hacia los otros futuros que fueron o son posibles, aunque no hayan cuajado.

			°°°

			Por último, mencionaré un asunto metodológico más: el marco de significados que implican los papeles de gobierno, esa manera de hablar sobre las relaciones sociales que permite adentrarse en uno de los principales retos de la historia social, al cual regresaré repetidamente a lo largo de la obra. Para empezar, como señaló Foucault en una de sus obras clásicas, el “poder de la escritura” constituye, en sí misma, un engranaje fundamental de la disciplina que ejercen las autoridades y los archivos se convierten en procedimientos sistemáticos de captación, registro y ordenamiento de la información que establecen campos comparativos que habilitan el “clasificar, formar categorías, establecer medidas [y] fijar normas.” De esta manera, permiten transcribir, homogeneizándolos, los rasgos específicos del individuo, o del caso examinado, “en el interior de las relaciones de poder”.[35] Encima, hay que referirse a las notables dificultades para encontrar rasgos del pasado subalterno en los documentos —casi los únicos a los que el historiador tiene acceso— de carácter oficial o semioficial, ya que tienden a mostrar a la sociedad de arriba hacia abajo, del centro hacia los márgenes y desde el punto de vista de quienes tenían mando e influencia. Si bien ello no invalida tales fuentes, se debe estar prevenido sobre sus distorsiones, la manera como exageran la tranquilidad del orden público y propugnan la legitimidad de los encargados de mantenerlo. En suma, la documentación tiende a mostrar el statu quo como un sitio de aguas mansas, sin turbulencias, sin desobediencias.

			Al intentar saber lo que se decía y se hacía a ras del suelo, es menester leer a trasluz, lo que en esta investigación significó buscar los silencios y los significados implícitos en los documentos de jefes políticos, gobernadores, generales y hombres fuertes. Es decir, leer entre líneas lo que señalan personajes interesados en negociar y adaptar, pero también en controlar y evitar, según el lenguaje de la época, “vías de hecho”. Encima, ya que una de las pocas ventanas que tenemos al mundo de los marginados son los registros gubernamentales, casi queda fuera una porción igual o más importante de los ajustes del poder, aquella que desborda los canales institucionales. Más aún: suelen ser los mismos campesinos, “naturales”, “hijos del pueblo” e indígenas quienes, para evitar confrontaciones innecesarias, liman el filo de sus retos.[36]

			Otra noción que arrojó luz sobre el fondo social es la prosa de la contrainsurgencia, propuesta por Ranajit Guha al reflexionar sobre la carencia de neutralidad en la inmensa mayoría de los documentos relativos a las insurrecciones populares, en su caso, las rebeliones campesinas en la India.[37] De ahí la dualidad y los significados múltiples de las narraciones, de los verbos y de la adjetivación empleada tanto por los actores del momento como por muchos historiadores que usaron esos documentos originales. Por mencionar uno de los contrapuntos más obvios, lo que para algunos campesinos pueden ser acciones de defensa armada, cargadas de cierta legitimidad, en los expedientes suelen aparecer como meros “robos”, “bandidaje” y “acciones fuera de la ley”.[38] En esta misma lógica, típica de las percepciones de las élites en prácticamente todo el mundo, no pocas ideas y acciones “plebeyas” de desobediencias, resistencia y rebelión en el Estado de México fueron consideradas por gobernadores, jefes políticos, generales y pudientes, según se verá, como ininteligibles, incoherentes y faltas de raciocinio. Chakrabarty ha hecho una excelente síntesis de las dificultades para incorporar los pasados subordinados a una narrativa académica, en especial cuando el grupo o clase que se estudia no ha dejado fuentes propias. Estos pasados “se resisten a la historización”, están marginados, no por sentencia de alguien, sino porque

			presentan momentos o puntos en los que el mismo archivo, ése que escarba el historiador interesado, no se presta para relacionar la historia de ese grupo con una narrativa más amplia de clase, o de nación, lo que resulta en un grado de intratabilidad con respecto a los objetivos mismos de la historia profesional.[39]

			Y es que existen problemas y dilemas profundos para incorporar estos resultados al saber colectivo. Este mismo autor se pregunta si existen experiencias del pasado que los métodos de la historia académica impiden capturar y que, por lo tanto, son un valladar para nuestra disciplina. Tal es el caso de campesinos rebeldes en la India que, al explicar su actuación, no la atribuyen a una conciencia de clase o de otro tipo que los historiadores podemos incorporar en la “racionalidad” académica, sino, por el contrario, niegan ser actores centrales del drama y aseguran que se debió al dictado de sus dioses santales. Una estrategia posible para el analista del pasado, a la que parcialmente se recurre en este texto, consiste en exponer voces múltiples para ofrecer puntos de vista diversos sin tratar de reducirlos a algún principio general explicativo “que hable en nombre de un todo ya dado”.[40]

			En otro extremo, el peligro que en no pocas ocasiones corremos los historiadores a causa de cierto tipo de fuentes empleadas —desde luego, me incluyo— es, como lo apunté al inicio de esta introducción, el de convertirnos en meros escribas del estado o, peor aún, de las élites del poder: de lo que nos dicen sus papeles sobre qué temas tocar y cuáles no abordar, acerca de cómo ordenar e interpretar lo que sucede, como si el ayer hubiese sido tan regular y limitado como lo consignan los archivos oficiales. En fin, confío en que este libro muestre que en nuestro país hubo otros pasados posibles, más ricos, diversos y heterogéneos.
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			I. EL ENTORNO, LOS POBLADORES  Y SU HISTORIA[1]

			I. TERRITORIO Y SOCIEDAD

			En muchos sentidos, los estados nacionales, las entidades y los distritos políticos son invenciones, si bien fundadas en ciertas bases geográficas, históricas, culturales e ideológicas, que dependen de una voluntad de poder y de la capacidad de lograr que quienes ahí viven asuman como propias ciertas ideologías, historias e identidades. El Estado de México, de nombre insigne, como afirma Gutierre Tibón, tuvo desde el inicio, por su inmediación con la capital de la república, una posición estratégica en lo político, lo económico, lo ideológico y lo cultural. Su territorio era muy vasto: al comenzar la época independiente, conservó aproximadamente sus antiguos límites coloniales, cuando la intendencia de México tenía como colindantes las de San Luis Potosí, Puebla, Guanajuato y Michoacán, así como el océano Pacífico. Para la época de la reforma, donde comienza este libro, ya había sufrido el desmembramiento de extensos terrenos, que conformaron los estados de Querétaro, en 1824, y Guerrero, en 1849, así como el Distrito Federal, que se erigió en 1824 pero continuó ampliándose, y entre 1863 y 1874, la municipalidad de Calpulalpan pasó a Tlaxcala. La entidad llegó a abarcar 115 000 km2, en contraste con la actualidad, cuando sólo cuenta con 21 500 km2. Era la entidad más poblada, pues rebasaba el millón de habitantes (21.6 por km2).

			Ya en la segunda mitad del XIX, el Estado de México volvió a dividirse, al desprenderse Morelos e Hidalgo, con base en los distritos militares que en 1862 instituyó el gobierno de Benito Juárez que, según algunos actores del momento, temía que la entidad fuera demasiado extensa y poderosa. La creación de Morelos había sido propuesta por Francisco Leyva desde 1856, pero había alarmado a los empresarios azucareros, que preferían una autoridad más lejana, en Toluca, por lo que durante casi tres lustros más se mantuvo como parte de aquel estado.[2] En cuanto a Hidalgo, los pueblos de los distritos presentaron la iniciativa separatista, que respaldaron 70 diputados en diciembre de 1867, con el argumento de que habían sido “desatendidos y mal gobernados” en lo administrativo, político, económico, social, judicial y en lo rentístico por Toluca. Dos años después, el 16 de enero de 1869, se proclamó la erección de Hidalgo.[3]

			El Estado de México comprendía, y comprende, varias regiones naturales, como se aprecia en el mapa 1, del anexo D, que muestra su compleja orografía. Dos tercios de su territorio están ocupados por un enmarañado sistema de volcanes y serranías, en especial, su parte sur occidental, en la que, además de que confluyen dos grandes accidentes orográficos del país: la sierra madre Oriental y la Occidental, la geografía puntea una secuencia de pequeños y altos volcanes que se extienden hacia el Distrito Federal. Son estas cadenas montañosas las que delimitan naturalmente varias partes de la entidad: al este, la sierra Nevada sirve como frontera natural con Puebla; aquí se encuentran no sólo las mayores altitudes del país: el Popocatépetl y el Iztaccíhuatl, con más de 5 000 m.s.n.m. cada una (véanse imagenes de volcanes en cuadernillo de color), sino también los lagos de Texcoco y Chalco. Por el sureste, esta sierra se convierte en las llanuras de clima tibio que enmarcan la entidad y el norte de Morelos, y hace las veces de límite con el Distrito Federal, que, en la sierra del Ajusco, vuelve remontarse sobre los 4 000 m.s.n.m. Hacia el noreste, la serranía se desvanece en pequeños lomeríos que contienen el lago de Zumpango y conducen hacia Hidalgo y Tlaxcala. En el centro se encuentra la sierra de las Cruces —el monte Alto y el monte Bajo; más al norte, la sierra de Tepotzotlán— que desemboca en el valle del Mezquital, en Hidalgo. En el otro extremo, al sureste, en la colindancia con Guerrero, se encuentran las extendidas e intrincadas sierras de Tultepec, Sultepec y Zacualpan, todas ellas de gran riqueza minera. En la de Temascaltepec se halla el volcán extinto llamado Xinacantécatl o Nevado de Toluca. Hacia el noroeste, ya en las fronteras de Michoacán, enseñorea la sierra de Zitácuaro, con la región montañosa de Mil Cumbres. La sierra madre Occidental avanza sobre el suroeste hacia Guerrero en un primer gran escalón que va hacia el anchuroso Balsas.[4] Esta entidad comparte el valle de México con el Distrito Federal, así como sierras y llanos con Querétaro e Hidalgo: las llanuras áridas de Texcoco que a mediados de siglo conformaban el distrito Este; al norte, las planicies que llevan a Querétaro; los valles de Toluca —que le da nombre al distrito— y México; el valle de Cuernavaca, topónimo que designa al distrito, y las vegas de Chalco y Cuautitlán, distrito Oeste.[5]
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			Tres ríos copiosos se trazan, sinuosos, en su territorio: el Pánuco-­Moctezuma, de la vertiente del Golfo, y dos de la cuenca del Pacífico: el Lerma-Santiago, el más caudaloso, que se extiende por Aguascalientes, Michoacán, Querétaro y Guanajuato, y el Balsas. Además, está bañado por numerosos afluentes: el Cuautitlán (o del Desagüe), el Tlalnepantla, el Papalotla, que procede de Hidalgo y desemboca en el lago de Texcoco, el Amacuzac, que riega el distrito de Sultepec y penetra en Guerrero y Morelos, el Tepeji, y el Cutzamala, que separa a Michoacán del Estado de México a la altura del distrito de Temascaltepec. Además existían importantes lagos, como el de Chalco, en el que vertían sus aguas el Tlalmanalco y el Tenango; el de Texcoco, formado por el derrame del Acalote, y la laguna de Lerma, cuna del río de este mismo nombre.[6]

			Los climas cubren una gama muy amplia: desde los fríos en las partes altas de las cordilleras, hasta los cálidos en los rayanos Michoacán y Guerrero, de áridos a muy lluviosos. La mayor parte del territorio cuenta con una humedad media, suficiente para el cultivo de granos y leguminosas en las regiones templadas, pero existen dos zonas especialmente áridas: su extremo norte, limítrofe con Hidalgo, y el sureste, con Guerrero. A mediados del siglo XIX, cuando aún no se desmembraban los territorios que hoy son Morelos e Hidalgo, la entidad envolvía destacadas localidades mineras, como Pachuca y Real del Monte. En los llanos de Apan —región que compartén el Estado de México, Puebla y Tlaxcala—, otra zona de aridez en el estado, se producía pulque de excelente calidad que produjo fortunas significativas durante el porfiriato.

			Carmen Salinas ha señalado, con acierto, que la apropiación de los espacios dependió en gran medida de los caprichosos contrastes del paisaje formado por numerosas planicies que ascendían hasta perderse en elevadas cordilleras. Las actividades productivas hubieron de ajustarse a las modalidades de tres regiones geográficas bien diferenciadas: la norte, una llanura árida cubierta de lagunas saladas y pantanos en la que se producía maguey y nopal, así como, sobresalientemente, cereales; la segunda, formada por los valles de Chalco, de Texcoco, de México y de Toluca, que durante siglos ha sido la zona habitada gracias a la abundancia de buenos recursos naturales, asiento, asimismo, de los poderes públicos, institutos de educación y cultura, y varios ramos industriales, que vio la solidificación del intercambio comercial, y, finalmente, la tercera, que comprende la zona boscosa y montañosa del suroeste, rica en maderas y minerales, algunas de cuyas porciones vieron el desarrollo de una agricultura propia de tierras calientes.[7] Había, pues, una enorme variedad de recursos o bienes naturales, entendidos como aquellos muy diversos medios de subsistencia de las gentes, que éstas obtienen directamente de la naturaleza ya sea para utilizarlas de manera directa, para conservarlos en el mismo carácter que ofrece la naturaleza, o bien, para transformarlos parcial o completamente convirtiéndolos en nuevas fuentes de energía o en mercancías manufacturadas.[8]

			Las vías de comunicación fueron fundamentales para el devenir político, económico, comercial e identitario del Estado de México. Dos caminos carreteros primordiales se abrían paso en sus tierras: el que iba de la Ciudad de México a Michoacán y comunicaba a Toluca, y el que cruzaba de Lerma a Metepec. La construcción de ferrocarriles, particularmente durante el porfiriato, fue definitiva para el desarrollo, como lo fue para la nación, de la región y la entidad. Las dos principales compañías que atravesaron y comunicaron al Estado de México fueron el Ferrocarril Central Mexicano, que ingresaba por Tlalnepantla y se dirigía hacia el norte hasta Huehuetoca, y el Nacional Mexicano, que recorría Toluca, Lerma e Ixtlahuaca. A éstas se sumaron los ferrocarriles regionales, muy ligados con el avance de industrias y agroindustrias, como los de Toluca-Tenango y Toluca-San Juan de las Huertas, ambos propiedad de los hermanos Henkel, que con ellos comunicaron sus haciendas con la capital del estado; el de Hidalgo del Nordeste, financiado por Gabriel Mancera, que enlazaba la entidad con Hidalgo y Puebla; el de San Rafael y Atlixco, que tocaba instalaciones de la Compañía Agrícola de Xico, en Chalco, y los aserraderos de Río Frío, contiguos a Puebla, y el de Cazadero-Solís, que empalmaba la hacienda maderera de Felipe Martel con las líneas del Central y del Nacional. También surgieron otras para distribuir la producción minera, que básicamente pertenecían a las empresas, como El Oro Mining and Railway Company y la Compañía Minera Dos Estrellas. Sin embargo, una tercera parte del territorio: los distritos de Tenancingo, Temascaltepec, Valle de Bravo y Sultepec, ni de lejos vivieron el beneficio del transporte ferroviario.[9]

			Uno de los aspectos vitales de la economía y la sociedad del Estado de México ha sido la minería. Desde la independencia, en parte por la influencia de Alejandro Humboldt, los habitantes del país y de la entidad estaban muy confiados en el valor del subsuelo y en que México sería una de las naciones más ricas del mundo si lograba proteger, explotar y administrar debidamente estos recursos. Varios de sus primeros gobernadores hicieron cuanto les fue posible por llevar la modernidad a estas empresas, particularmente a las principales zonas mineras, de Temascaltepec-Sultepec, que tenía inversiones inglesas y alemanas, pero, como en tantas otras regiones, a mediados del siglo sufrieron un marcado decaimiento del que todavía para 1869, cuando se restauró la república juarista, no se lograban recuperar. De cuanta plata y oro se habían extraído en la colonia casi no quedaba nada. No obstante, en el porfiriato resurgió una importante actividad minera, en parte guiada por la profesionalización de los técnicos y de las formas de explotación, pues grandes cambios sobrevinieron con la inyección de fuertes capitales, nuevas tecnologías, energía eléctrica y estudios geológicos.[10] Para fines del porfiriato, descollaba la compañía Los Arcos Smelting and Mining Co., de capital alemán en Almoloya de Alquiciras, Sultepec, que con maquinaria moderna explotaba oro, plata y plomo y cuya importante fundidora procesaba gran parte del mineral extraído en una amplia región circundante y que solía transportarse por antiguas rutas de arriería. Una bonanza espectacular tuvo lugar en El Oro, en Ixtlahuaca, donde en 1890 se descubrió una veta tan grande que atrajo cuantiosas inversiones británicas, francesas y estadounidenses. En la ciudad, convertida en un punto de enorme atracción laboral, pronto se estableció un servicio ferroviario. Una de las empresas, El Oro Mining & Railway Co., de capital inglés, recuperó en sólo dos años, 1909 y 1910, la suma de 3 000 000 de pesos, equivalentes a 165% de su capital contable. Fue tal el auge que se creó como distrito político independiente.[11]

			°°°

			Pongo la lupa del análisis sobre la sociedad. En muchas de estas tierras, el crecimiento demográfico fue lento y en algunos distritos hubo incluso un marcado decrecimiento. El desmembramiento de Hidalgo y Morelos significó una fuerte pérdida de población, tal cual muestra el cuadro 2 sobre la geografía en la época de la reforma, pues cuando la entidad aún incluía los partidos de Huejutla, Tula, Tulancingo y Cuernavaca, ya existía un poco más de 1 000 000 de personas. En cambio, para 1872 ya sólo contaba con 660 000 habitantes; en 1898 con 847 000 y en 1903 la población total alcanzaba los 919 387, con Toluca, Ixtlahuaca y Chalco como los distritos más poblados, mientras que los de menor densidad eran Otumba, Cuautitlán y Zumpango, con tan sólo 28 826 personas (cuadro 7, “Número de habitantes de cada distrito”). Por ponerlo sucintamente, si para 1870 la entidad rondaba en los 600 000 habitantes, en vísperas del estallido de la revolución había cerca de 1 000 000, lo que significó una tasa anual media de crecimiento entre 1870 y 1910 de 1.5 por ciento.

			Vista en conjunto, y por encontrarse en el centro del país, residencia milenaria de los pueblos del altiplano, esta entidad tenía una densidad poblacional relativamente alta: en 1895, de 35 habitantes por km2, sólo superada por el Distrito Federal, Tlaxcala y Guanajuato. Un lustro después era la tercera entidad más densamente poblada, sin embargo, expulsora de habitantes durante el porfiriato, más que centro de atracción de inmigrantes, como ha mostrado Ricardo Ávila Palafox. Las diferencias de población entre los distritos eran muy marcadas: en los albores de la revolución la mayor densidad se daba en Cuautitlán, Toluca, Lerma y Tenango, valles con una ocupación humana de muy largo tiempo, incluso de siglos anteriores a la conquista, lo que aumentaba la presión sobre sus fértiles tierras. La densidad media se daba en los distritos de Chalco, Texcoco, Otumba, Zumpango, El Oro, Ixtlahuaca, Tlalnepantla y Tenancingo, algunos de ellos arraigados sobre terrenos no tan fértiles e incluso sobre tierras yermas, como sucedía en Otumba y Zumpango, o bien, territorios accidentados por cadenas montañosas, tal cual acontecía en Tlalnepantla y Tulancingo. Los menos poblados eran Jilotepec, Valle de Bravo, Temascaltepec y Sultepec.

			La atracción o expulsión de pobladores era variopinta. Como muestra el mapa 6, anexo D, los crecimientos más espectaculares se dieron en la ciudad capital, que de 1895 a 1910 aumentó 31.1%, y Sultepec, que se incrementó en 27%. Sobre todo Toluca ofrecía a los más desposeídos posibilidades de mejorar su trabajo y condiciones de vida. Los habitantes se concentraban en el centro sur del estado, en distritos como Tenango y Tenancingo, lo que significaba una gran presión sobre los recursos naturales, aunque para 1910 en estos dos últimos distritos todavía existían numerosos pueblos con tierras. Mientras que en el centro de la entidad —exceptuado el distrito de Toluca— el acrecentamiento de población fue moderado, la zona norte sufrió un marcado decrecimiento: Jilotepec, un impresionante ‐27%, el distrito de Zumpango ‐10 puntos porcentuales y Texcoco ‐2.1 por ciento.[12]

			Al mediar esa centuria, las tres cuartas partes de quienes habitaban la entidad todavía residían en pequeñas comunidades, de hasta 2 500 vecinos: agricultores, leñadores, carboneros, pescadores, artesanos, salitreros, canteros y otros que realizaban distintas actividades que solían desempeñar familiarmente. Es decir, la mayor parte de la población radicaba en comunidades campesinas y artesanales en las que sus pobladores practicaban el mismo tipo básico de economía de autoconsumo que sus antepasados; cuando más, combinaban sus medios de subsistencia tradicionales, esto es, su trabajo independiente, con labores asalariadas temporales y de la más variada índole. Dos grandes procesos transformarían gradualmente la estructura social: en primer lugar, la política liberal de desamortización, que será uno de los ejes de este libro, y, en segundo, los cambios en los estratos ocupacionales en las ciudades, donde se asentarían familias terratenientes, comerciales y manufactureras, un vibrante artesanado, así como capas de servidores profesionales y de la burocracia.[13]
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			Aun hasta fines del porfiriato, la estructura poblacional acusaba una aplastante vivencia dentro del campo, aunque, tal cual se señala en el cuadro I,[14] “Localidades” que a continuación se muestra, en este largo gobierno el número de ciudades aumentó sustantivamente: si en 1870 sólo tres recibían esa denominación: Toluca, Texcoco y Lerma, para 1910 la cifra había aumentado a diez. No obstante, sin duda, los pueblos seguían siendo el eje central, a pesar de que decreció su cantidad: en 1870 había 607; 9 años después, 573, y para 1910 habían repuntado levemente, a 628. Si a quienes vivían en éstos se suman los que habitaban en barrios, se aquilatará más claramente la preeminencia de estos antiguos poblados: en 1870 sumaban 47.09% del total. Si observásemos una fotografía de la sociedad del Estado de México de la república restaurada a finales del porfiriato sería de notarse que las haciendas conservaron su relevancia: representaban 24.5% en 1870, y 20.5% de las localidades censadas en 1910. Los ranchos y las rancherías, en cambio, sí tuvieron un aumento constante en ese periodo lo que denota un poblamiento disperso: 268 ranchos al inicio, y 474 al final, lo que, como se verá en el libro, muestra la importante expansión de la mediana propiedad (en general, aquellas clasificadas de hasta 1 000 has.) experimentada en ciertos distritos, y 170 y 371 rancherías, respectivamente; aunque hubo distritos como Temascaltepec en que el número de ranchos decreció.

			°°°

			Paso ahora a la condición étnica de los pobladores del Estado de México, tema fundamental en toda historia social pero difícil, acaso imposible, de precisar. Conviene empezar por dejar en claro, entonces, que este libro no podrá señalar con certeza las diferencias entre campesinos y grupos étnicos, pues aunque en teoría las hay, y muy específicas, eran poco claras en la vida cotidiana del siglo XIX mexicano. Por un lado, no se trata de conceptos excluyentes sino, por el contrario, complementarios: bien se podía ser campesino e indígena a la vez. Otro problema es que los conceptos de etnia, indígena, indio, pueblo, comunidad, estado, nación, y otros de las ciencias sociales, están cargados de contenidos que poco a poco se han sedimentado con la conciencia actual y, por lo tanto, contrastan marcadamente con los significados que tenían hace un siglo y medio. Tomemos por caso los avatares del término indio, originalmente de carácter enteramente colonial, estamental y gravado por una connotación de inferioridad que se afianzó con 300 años de dominación española. Así, lo indígena no definía una unidad cultural, étnica o lingüística, sino denotaba una condición de desigualdad, de colonizado, como señaló Bonfil, que hace referencia necesaria a esta relación de dominio, y se aplicaba a toda la población aborigen sin reconocer su abigarrado mosaico de diversidades, contrastes y antagonismos. Un término más adecuado sería el de etnia, que pone el acento en las enormes diferencias entre estos grupos y articula unidades sociales con su propia identidad, aunque escasamente se corresponde con los registros y censos de la época.[15]

			Encima, en los documentos viejos con que trabajamos los historiadores del México independiente lo étnico se diluyó en los archivos oficiales, ya que frecuentemente los gobernantes exigieron que no se subrayaran las diferencias obvias, por considerarlas peyorativas, o bien, realidades que se deberían superar. Ello no impidió que los vocablos indio e indígena, moneda corriente, se siguieran utilizando tanto como una denominación del “sentido común” como en calidad de un adjetivo impregnado de desprecio. En otros momentos, su empleo, por el contrario, tal cual sucedió durante el segundo imperio, ayudaba a legitimar demandas y actores: eran los preferidos —junto con el de natural y otros afines— de numerosos querellantes y, principalmente, de varios campesinos rebeldes, por caso, los de Chalco en 1868. En suma, en los papeles de archivo existen enormes dificultades para identificar el carácter étnico de los actores.[16]

			Por todo lo anterior, no es fácil discernir las cifras sobre la población indígena en la entidad —como en el país y en cualquier región—, pues los propios documentos administrativos carecían de un criterio objetivo que delimitase a quién se lo consideraba indígena y a quién no. El que en censos y descripciones del Estado de México casi nunca son explícitas las formas en que se reconocieron y contaron las modalidades étnicas —cómo se decidía quiénes eran de “raza” “blanca”, “mestiza” o “indígena”— encierra una complejidad adicional. Otras veces, al referirse a los hablantes de idiomas indígenas, no discriminaban si se trataba de quienes sólo hablaban su lengua o también el español, lo que dificulta sopesar su grado de aculturación. Ser indígena o indio, además de sus múltiples aristas, en todo caso debería ser un criterio de autoadscripción, y ésta, según la circunstancia histórica y las condiciones y propósitos de los documentos del pasado, es, y era, mudable.

			Ahora bien, el territorio cambiante que fue el Estado de México lo ocuparon durante siglos civilizaciones originarias. En el pasado, en todos los distritos convivían varios grupos étnicos, particularmente nahuas y otomíes, aunque, como la composición multiétnica se acrecentó desde la época colonial, muy pocos pueblos estaban constituidos solamente por indígenas. Si bien fue aumentando el uso del español —para 1900, lo hablaba 86% de los habitantes—, éste debió haber sido el idioma que las comunidades utilizaban para comunicarse hacia el exterior y tal vez internamente usaron otras lenguas.
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			Si bien en términos geográficos la lengua indígena más extendida fue el otomí y, en segundo lugar, el mazahua, la situación es otra en cuanto al número de hablantes: la más utilizada seguía siendo, con mucho, el náhuatl, seguida del otomí, el mazahua y, por último, el matlazinca. En 1879, los núcleos indígenas predominaban en algunos distritos: en el valle de Toluca —residencia de casi 15% de la población indígena de la entidad—, en Jilotepec y en Lerma habitaban otomíes; en El Oro, Ixtlahuaca y en la propia Toluca, otomíes y mazahuas llegaban a constituir la mitad o más de la población. Quienes hablaban nahua se asentaban en el sur de la entidad, en Tenango —distrito que ocupaba otro 10% de la población indígena del estado—, Valle de Bravo, Temascaltepec, Cuautitlán, Zumpango, Otumba, Texcoco y Chalco.

			[image: ]

			Tal cual se aprecia en el cuadro anterior relativo a la clasificación de la población como indígena, mestiza (o mixta) y blanca en 1879 y en 1885, la proporción de indígenas con respecto a los demás habitantes sólo sufrió una pequeña caída, pues pasó de 59.58% a 58.18%. Es decir, ya en pleno porfiriato, el Estado de México, incluso en cifras oficiales, era mayoritariamente indígena. A reserva de lo que se amplíe en la descripción de cada distrito, y como se muestra en este cuadro II, en las gráficas I y II que se muestran a continuación y en el mapa 2, anexo D, los distritos que en 1885 albergaban la mayor cantidad de población indígena eran: Texcoco, con 78.66% y, casi a la par, Otumba, con 77%, seguido de Chalco, con 73.47%, y Lerma, que rebasó por poco 70%. Los distritos que en 1885 tuvieron entre 60 y 69% de población “indígena” fueron, en orden de importancia: Ixtlahuaca, Tenango, Zumpango y la capital estatal; algo más de la mitad: Jilotepec y Cuautitlán, y menos de la mitad (en orden decreciente): Tenancingo, Valle de Bravo, Tlalnepantla, Sultepec. Temascaltepec —distrito que, a inicios del porfiriato, fue llamado Tejupilco— tan sólo contaba con 33% de estos pobladores.[17] Sin embargo, como he señalado, hay que tomar todas estas informaciones como a un grano de sal.

			II. LA DISPUTA POR EL PODER DESDE LAS ALTURAS

			Dado que el interés de esta obra no reside en observar los grandes acontecimientos desde la perspectiva del centro y desde arriba, no se presentarán exhaustivamente los difíciles episodios políticos y militares que marcaron esta época. Lo que a continuación se ofrecerá es una breve referencia de los principales sucesos ocurridos en la entidad —guerras civiles e internacionales, personajes centrales, leyes, conformación y organización del territorio— y, en menor medida, a escala nacional, desde la reforma liberal de 1855 hasta la caída del gobierno de Porfirio Díaz, en 1910, ya que constituyen el encuadre político, institucional e ideológico que afectó las modalidades de las jefaturas políticas, así como la vida de los grupos populares, sus permanencias y sus complejas transformaciones. Cabe señalar, de entrada, que en muchos de estos años, México fue un país en guerra —ya fuese internacional, nacional o solo de pequeñas comarcas— donde se permitía, incluso legalmente, dar muerte a “salteadores cogidos in fraganti” y donde era muy común la “ley fuga”, es decir, dar muerte a quienes supuestamente oponían resistencia a la autoridad y donde los cadáveres comúnmente eran colgados en algún sitio visible de los caminos como escarnio y advertencia;[18] un país donde numerosos campesinos, habitantes de barriadas urbanas pobres y quienes eran clasificados como vagos y malvivientes eran llevados, sin su consentimiento, a servir en el ejército y, aunque se escondían y se avisaban cuando pasarían los militares para llevarlos de “leva”, pocas eran las defensas que podían interponer; un país donde el ambiente bélico llevaba a migraciones forzadas que dejaba a pueblos, ranchos y haciendas en el abandono.
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			Durante la desastrosa guerra con los Estados Unidos, las tropas extranjeras invadieron y ocuparon Toluca en febrero de 1848, obligando a los poderes constitucionales a trasladarse a Sultepec, luego a Metepec, para regresar a la primera sede en junio de ese mismo año. Mariano Arizcorreta fue gobernador durante un breve tiempo, de abril de 1848 a marzo de 1849, y después, de mayo a agosto de 1849. En ese mismo año, en medio de enormes conflictos sociales, se desagregó Guerrero y para la época de la reforma, la entidad estaba compuesta por ocho distritos: Cuernavaca, Este (Texcoco y Chalco), Tulancingo, Huejutla, Sultepec, Oeste (Tlalnepantla), Toluca y Tula (véase el mapa 3, anexo D).

			Un parteaguas en la historia del país y del Estado de México tuvo lugar durante la etapa que se inició con las leyes de reforma —entre ellas, la trascendente ley (“Lerdo”) de desamortización, de junio de 1856—, las cuales llevaron a una decisiva lid entre mexicanos de toda la nación que, por poner límites convencionales, abarcó de enero de 1858, fecha en que Juárez se vio obligado a establecer su gobierno en Guanajuato, a enero de 1861, con su entrada triunfal a la Ciudad de México y la derrota, temporal, de los conservadores. Aquí es donde precisamente iniciará este libro. En esos arduos años, los territorios de la entidad estuvieron en disputa con jurisdicciones y territorios cambiantes. Ya desde 1857 los distritos de Texcoco, Chalco, Otumba, Teotihuacán y Tlalnepantla habían quedado durante un tiempo sujetos al gobierno del Distrito Federal. En enero de ese año, cuando el general Plutarco González dejó vacante la gubernatura para salir a aplacar rebeliones, Mariano Riva Palacio fue nombrado gobernador por decreto presidencial.[19] Su breve periodo fue notable por hacer que en la entidad se jurase la constitución con sus disposiciones secularizadoras, lo que significaba una gran presión política, religiosa e ideológica para los funcionarios que la juramentaban. No obstante que ocupó el palacio de gobierno brevemente, pues a principios de julio pidió licencia para atender la emergencia nacional, fue el verdadero hombre fuerte de la entidad, que durante decenios dominaría los cargos institucionales, las marañas de redes clientelísticas, así como buena parte de las empresas y los negocios locales. Sus principales rasgos biográficos y su estilo de poder —como los del coronel José Vicente Villada— se explorarán en el capítulo siguiente.

			La ansiada paz realmente no retornó, y en 1861 México, obligado a suspender el pago de la deuda, se vio envuelto de nueva cuenta en una profunda crisis internacional por los problemas que se suscitaron con España, Inglaterra y, en particular, con Francia. Felipe Berriozábal, quien ejercía el poder en la entidad desde el cargo de general en jefe de la división del estado, depositó su energía en el campo de batalla tratando de mantener siquiera el mando de Valle de Bravo y Temascaltepec hasta que en noviembre de 1859 recuperó de manera definitiva Toluca, con lo que reinstaló su gobierno, dejó su cargo en julio de 1861 para instrumentar una movilización armada y política contra los invasores franceses y sus aliados mexicanos. Los legisladores deliberaron y en ese año, en el mismo marco de la carta magna de febrero de 1857, emitieron una nueva constitución local.
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			En abril de 1862, las fuerzas francesas iniciaron su avance desde Veracruz, y en mayo, con el propósito de apoyar el esfuerzo bélico liberal, el gobernador y comandante Francisco Ortiz de Zárate tomó una medida que habría de tener consecuencias definitivas en la conformación territorial de la entidad: la dividió en tres distritos militares con autonomía de gobierno, de justicia, de administración y también castrense —ambos, base de la posterior separación de Hidalgo y Morelos—: Actopan, Cuernavaca y Toluca —que comprendía Toluca, Ixtlahuaca, Jilotepec, Sultepec, Temascaltepec, Tenango, Tenancingo y Villa del Valle—. Desde entonces varios pueblos de los dos primeros distritos pidieron su separación del gobierno de Toluca, al que juzgaban lejano y, en varios rubros, incapaz. Es probable que otro acicate de este desmembramiento haya sido la actitud asumida desde palacio nacional, que estimaba que la reconstitución del Estado de México mediante la reunificación de los tres distritos permitiría ejercer una exagerada influencia política y económica.

			El gobierno de la regencia, que inició en junio de 1863, ofreció a Maximiliano de Habsburgo la corona de México. En abril del siguiente año, Juárez se vio obligado a cambiar la sede de los poderes republicanos una vez más, en esta ocasión por varios puntos del territorio, y a organizar la resistencia contra el invasor empleando la fuerza de las armas, de la política, de la diplomacia y de la pluma. Maximiliano y Carlota llegaron a Veracruz en mayo de 1864. La aventura imperial duró exactamente tres años, pues concluyó en mayo de 1867, cuando Maximiliano fue aprehendido en el sitio de Querétaro y, después de un juicio, fusilado. Como se verá detalladamente, en términos de la historia social el segundo imperio abrió una ventana de gran interés porque, principalmente a través de la Junta Protectora de las Clases Menesterosas (JPCM), hizo posible que muchos actores colectivos expresaran sus querellas y puntos de vista, lo que nos permite a los historiadores apreciar, incluso por el solo volumen de documentos, las transiciones y permanencias experimentadas en las amplias bases de la pirámide social: en su estructura agraria, y su cultura política y jurídica, que constituyen los ejes del presente libro.

			La regencia decretó que el Estado de México dejara de existir para convertirse en departamento que gobernaría un prefecto político, en un principio, Manuel de la Sota y Riva. La disputa por los territorios, continuamente cambiantes, como he dicho, fue tenaz —no obstante que el régimen imperial logró el control militar de varios de ellos—, ya que los liberales alcanzaron una movilización sustancial que les permitió entablar una campaña de guerrillas. Ya para diciembre de 1866, Riva Palacio encabezó el empuje liberal que le permitió ocupar paulatinamente el valle de México y, a la par, suprimir los departamentos y prefecturas imperiales. Como siempre sucede en las guerras civiles e internacionales, los pueblos y los menos afortunados sufrieron la mayor parte de las ocupaciones, exacciones, crisis económicas —e incluso saqueos e incendios—, como fuera el caso, en 1864, de Huixquilucan.

			[image: ]

			[image: ]

			[image: ]

			El año de 1867 presenció el derrumbe del imperio, el fusilamiento de Maximiliano y, en julio, la entrada de Juárez a la capital de la república. Dado el avance de las fuerzas juaristas en la entidad, a inicios del año Riva Palacio volvió a ser nombrado gobernador, pero, una vez más, no tardó en pedir licencia al cargo. Al finalizar el año, José María Martínez de la Concha lo asumió como gobernador constitucional, aunque, coincidentemente con incontables tensiones políticas y la efervescencia de los pueblos de Chalco y Amecameca, también solicitó licencia, por lo que lo sustituyó el licenciado Cayetano Gómez y Pérez, cuya administración sería clave tanto en tomar las riendas de las instituciones y del poder militar como en el aplastamiento de la principal insurrección plebeya de la época. Durante la república restaurada también encabezaron el poder ejecutivo Antonio Zimbrón (en septiembre de 1871) y Gumersindo Enríquez (como interino, en enero de 1875), hasta que en 1876 el general Juan N. Mirafuentes se responsabilizó de aquél como gobernador porfirista. Fue en 1867-1868 cuando tuvo lugar la principal rebelión agrarista de todo el periodo que abarca este libro. Como no se revisará sino en el último capítulo, baste decir ahora que la protagonizaron ciertos pueblos campesinos —principalmente de Chalco y Amecameca— que se pronunciaron contra las haciendas para que les regresasen las tierras, bosques y aguas que consideraban que les habían usurpado. Sus brasas ardieron durante un buen tiempo en esta misma región e incluso fueron un factor que contribuyó a rasgar el orden en territorios colindantes, como muestra la revuelta agrarista en Hidalgo en 1869 y 1870, encabezada por un antiguo administrador de haciendas, Francisco Islas.

			La época denominada república restaurada se distinguió en el país, y en la entidad, por la enorme confianza que los gobernantes depositaron en las leyes y en las instituciones. En 1873 se incorporaron a la constitución federal las leyes de reforma, y en noviembre de 1874 se restauró la cámara de senadores. Etapa determinante para la conformación de la nación, dejó su marca en ideas, instituciones, leyes, códigos, prácticas sociales y políticas que tendían a debilitar las formas corporativas de posesión y propiedad, consolidar el sistema fiscal y sentar las bases para hacer del individuo —el ciudadano, el pequeño propietario y el contribuyente— el actor del futuro. Produjo innumerables piezas legislativas que se revisarán en esta obra, en especial una ley, sobre jefaturas políticas, expedida en abril de 1868. En 1870 se promulgó la tercera constitución del estado.

			La paz no fue tan asequible como muchos imaginaban, y entre 1867 y 1876 la delgada superficie de la tranquilidad pública se vio fracturada en varias ocasiones tanto por movimientos de carácter político como por insurrecciones provenientes del fondo de la pirámide social, o bien por una combinación de factores, entre ellos, los religiosos, como la de los macewaloob, o adoradores de la cruz parlante, en la selva yucateca; la supuesta “rebelión” chamula en Chiapas, de tan alto costo en vidas indígenas; la defensa de los indios yaquis por su fértil territorio en torno del río del mismo nombre, en Sonora. Este ambiente de grandes rupturas sociales coloca en contexto las rebeliones en Chalco y en el vecino Hidalgo.[20]

			Además, hubo que enfrentar una buena cantidad de revueltas políticas, desde la del general Miguel Negrete, quien tuvo algunas conexiones militares con el movimiento de los pueblos de Chalco, hasta las de Porfirio Díaz: la fallida rebelión de “la Noria” de noviembre de 1871 y la exitosa de Tuxtepec a lo largo de 1876. Cuando murió el presidente Juárez, en julio de 1872, una serie de acomodos y ajustes suscitaron gran tensión en la cúspide de la pirámide: en diciembre, asumió la presidencia Sebastián Lerdo de Tejada y hubo de enfrentar revueltas hasta que, eventualmente, después de proclamar el plan de Tuxtepec, en enero de 1876, Díaz batallaría durante el resto de ese año para, a finales, derrotar al gobierno y, en mayo del siguiente, encumbrarse en palacio nacional. Inició un largo y complejo periodo de reestructuración tanto institucional como de redes clientelísticas que le permitiría permanecer al mando del país hasta que se vio obligado a renunciar y salir de México en 1911, debido a la rebelión encabezada por Francisco I. Madero. La única etapa en la que aflojó las riendas fue durante la presidencia de su compadre, el general Manuel González, de diciembre de 1880 a noviembre de 1884, que sería fundamental en esta entidad, en particular en Texcoco, donde adquirió la gran hacienda de Chapingo (véase foto del casco en la p. 111), así como por razón de que a partir de 1904 su hijo, el coronel Fernando González, ocuparía la gubernatura en tres periodos sucesivos, inconcluso el último de ellos.

			Durante el largo periodo de historia nacional dominado por ese fantástico político que fue Díaz numerosos gobernadores guiaron a la entidad, pero el principal, por la fuerza y longevidad de su administración, fue José Vicente Villada, de quien se hablará un poco más adelante. Comenzó esta etapa Juan Mirafuentes, que, como seguidor de Díaz, se encargó del gobierno político y militar de la entidad desde diciembre de 1876 y después, en 1877, fungió como gobernador electo. Le siguieron, en condiciones constitucionales variadas, muchos otros, entre los principales, Pascual Cejudo, interino en octubre de 1879, durante cuyo mandato se rediseñaron los distritos electorales; a José Zubieta, provisional en abril de 1880, tras la muerte de Mirafuentes de ese mismo mes, y más tarde constitucional, a quien le correspondió inaugurar el ferrocarril México-Toluca, así como rediseñar los cuerpos policiacos en los distritos. En el complicado periodo del general Jesús Lalanne, que tomó posesión como gobernador electo en marzo de 1885, se reglamentó la gendarmería. A las intensas hostilidades internas que experimentó se sumaron otras con el mismo presidente oaxaqueño, en parte por su pésima relación con el jefe político de Texcoco, el coronel Pedro María Campuzano situación que se explicará en el capítulo II. Forzado a renunciar en 1886, Zubieta retornó al palacio de gobierno de Toluca, época en la que se suspendieron las alcabalas en toda la entidad.
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			Durante el periodo de Villada —de marzo de 1889 a mayo de 1904, fecha en la que falleció— se dieron grandes pasos en la organización del territorio rural, en la política agraria liberal que debilitaría las formas de posesión y usufructo corporativas propias de muchos de los pueblos, en la modernización administrativa —entre otros medios, con la utilización a fondo de los visitadores oficiales que supervisaban a las jefaturas y a los ayuntamientos—; asimismo, se buscó uniformar el sistema de medidas y pesas, se reformó la constitución para permitir la reelección inmediata del ejecutivo estatal, se inauguró la Compañía Cervecera Toluca y México, la fábrica de papel San Rafael —en Tlalmanalco, Chalco— y se inició la desecación de parte del lago de Chalco, con todos sus costos sociales y ecológicos. Una prueba, entre otras, del influjo que llegan a tener los designios gubernamentales de una administración fuerte es notoria en las políticas públicas en torno de la salud —propias de la entidad de México y de muchos países de occidente— que marcaron diferencias en la vida concreta de algunos de sus habitantes. Me refiero al combate de infinidad de enfermedades con instrumentos modernos, cuando en esa época las más devastadoras eran la viruela y la tifoidea, que causaron la muerte de muchos adultos y niños. Pues bien, durante esta administración se logró reducir estas enfermedades mediante vacunaciones masivas, aunque no se habían descubierto los antibióticos, que elevaron las esperanzas de vida, tarea en que la coordinación ejercida por las jefaturas políticas jugó un papel fundamental. Sin embargo, no debe exagerarse la trascendencia de estas campañas, pues apenas si alcanzaban a proteger a dos de cada diez habitantes, aparte de que, después de la muerte de este gobernador, en 1904, las administraciones que le sucedieron perdieron el ímpetu que animaba estas campañas, con lo que las muertes de los menores de 14 años se incrementaron nuevamente.[21]

			Tras el fallecimiento de Villada, quedó en su lugar interinamente el ya citado coronel Fernando González, después electo en 1905 y en 1909, que nunca alcanzó fuerza ni arraigo: gobernó sin iniciativa, en constante consulta con palacio nacional. Finalmente, abandonó la gubernatura en 1911, y cuando don Porfirio salió del país en el Ypiranga lo acompañó, dice Rosenzweig, como “una especie de edecán de honor”.[22]
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			Regreso al tablero político nacional. Al llamamiento de Madero, hubo algunos levantamientos que si bien por el momento no tomaron la fuerza del contiguo Morelos sí lograron movilizaciones notables. Los hermanos Alfonso y Joaquín Miranda encabezaron a cientos de indígenas de Ocuilán y Malinalco en el distrito de Tenancingo y en Chalco-Amecameca. De manera contraria a lo que se afirma, en varias regiones, las revoluciones maderista y, sobre todo, zapatista encontraron sus líderes propios —al impulso que imprimían los agravios locales se sumó la oportunidad abierta por los acontecimientos más allá de la región—, como José Trinidad Rojas, del pueblo de Chalco, con sus agendas enraizadas en historias centenarias, o Everardo y Bardomiano González Vergara, de Juchitepec, dirigentes de guerrillas campesinas que ahí operaron el movimiento zapatista con bastante autonomía de los mandos morelenses.[23]

			Como ocurre en casi todas las revoluciones, la transición entre lo viejo y lo nuevo fue confusa, incompleta y dolorosa. Pasaron muchos años antes de que el país se asentara, periodo en el que, muchas veces de manera dramática y sangrienta, se entrelazaron quienes buscaban abrir sus cauces sociales y aquellos que intentaban restaurar los rasgos esenciales del viejo régimen. En mayo de 1911, después de los tratados de Ciudad Juárez, en que Díaz renunció a la presidencia —concomitantemente, González hizo lo propio a la gubernatura— un personaje totalmente del viejo régimen, Rafael M. Hidalgo, fue designado, con el apoyo del mismo Madero, gobernador interino; lo fue tan sólo del 25 de mayo al 9 de octubre de 1911. Eminente jefe político porfirista, había ocupado el mucho más relevante y delicado cargo de visitador de jefaturas, es decir, el responsabilizado de proporcionar al gobernador información de primera mano para conocer las condiciones, problemas y corrupciones en los distritos. Este nombramiento, en los primeros días del interinato de León de la Barra, muestra lo compleja que fue la transición. Lo siguió Manuel Medina Garduño, destacado empresario, dueño de la hacienda de San Pedro, representante de los círculos porfiristas, personaje lejano a Madero que duró al frente de la entidad hasta marzo de 1913.[24]

			Aunque esta obra ya no alcanzará a revisar la etapa revolucionaria, vale la pena mencionar que en el país algunos de los jefes políticos en funciones durante los primeros dos o tres años posteriores a la caída de porfiriato tuvieron o bien participación en los sucesos revolucionarios o, al menos, simpatías por ella: garbanzos de a libra, pues en su mayor parte, incluso ya instalado en la presidencia quien había logrado derrocar al general oaxaqueño, eran célebres porfiristas o antiguas cabezas de distrito. En el Estado de México, como los jefes políticos siguieron siendo simplemente designados y removidos por el gobernador, Rafael M. Hidalgo nombró a sus allegados, es decir, a los que operaban las antiguas estructuras. El mejor ejemplo de estos jefes políticos de la época posterior a Díaz es Juan Gamboa, un profundo antirrevolucionario —sobresaliente por su vehemencia antizapatista— que había ocupado este cargo en Tlalnepantla en 1885, y en Sultepec dos años más tarde, para luego pasar al distrito de Tenango. Se mantuvo como el flamante jefe político de éste, aunque también encabezó el distrito minero de El Oro, donde intentó contener la ola de huelgas con que los obreros fueron marcando su entrada de lleno a los acontecimientos del país. Para sofocarlas, muestra de su estilo y propósitos, frecuentemente solicitó ayuda militar o envió fuerzas armadas.[25]

			El capítulo siguiente también revisará el mundo informal de los acuerdos semivelados y los pactos clientelísticos que, en ese México de la segunda mitad del siglo XIX, eran tanto o más determinantes que el de las instituciones y las leyes. Como ha señalado buena parte de la historiografía, tan débil era el entramado institucional como decisiva la impronta de las personalidades y de las redes de favores y compromisos. Desde luego, al irse pacificando México bajo la sabiduría política y la mano dura de Díaz, menguaron algunos dominios personales y destacó la acción de ciertas dependencias gubernamentales, que, según el lugar, el momento y la materia a tratar, aumentaron su eficiencia y actuaron en ámbitos relativamente bien delimitados, que no se contraponían con las de otras burocracias. En esta modernización administrativa las jefaturas, dado el cúmulo y la variedad de funciones que amasaron, fungieron como trabas.

			III. DISTRITOS, JERARQUÍAS TERRITORIALES  Y CONFLICTIVIDAD

			Conviene empezar esta obra sobre las jefaturas políticas y la negociación del poder aludiendo a las divisiones y jerarquías territoriales de los partidos y distritos con el fin de ir introduciendo la especificidad territorial, política y social de cada uno, aunque ésta no necesariamente empata con regiones geográficas ni económicas.

			Esta presentación de los distritos permitirá, por otro lado, encuadrar algunas de las temáticas que dan cuerpo a la presente obra que por elección, no porque sean los únicos relevantes, se centrarán en los conflictos en torno de los derechos sobre tierras, bosques y aguas. Subrayo que por ningún motivo se supone que estas disputas fuesen necesariamente las principales en esta entidad, ni en México, ni en ningún lugar del mundo, ni que estuvieran siempre presentes, pues, obviamente, las fracturas y las revueltas sociales tuvieron muchísimas otras raíces, como eran, por mencionar algunas, las disputas por el poder y los cargos formales, por decidir el destino de la entidad y del país, por cuestiones religiosas y étnicas, por el control de los mercados, de los precios de intercambio y de comercialización. Si se hace hincapié casi exclusivamente en las tensiones agrarias es porque el interés y la lógica de este libro así lo exigen, ya que se las ha tomado como el laboratorio principal en donde observar como operaba el jefe político.

			Los territorios, las localidades y las jerarquías de los distritos variaron considerablemente a lo largo del tiempo en cuanto a su número, composición y denominación. En 1856 (véase el mapa 3, anexo D), existían ocho distritos: Huejutla, Tula, Tulancingo, Oeste (Tlalnepantla), Este (Texcoco y Chalco); Toluca, Sultepec y Cuernavaca. Cada distrito estaba dividido en partidos, juzgados de paz y municipios.[26] Pronto hubo subdivisiones jerárquicas, tal cual se aprecia en el mapa siguiente relativo a los distritos de 1858 y en el cuadro 2, que muestra la división política de la entidad en la época de la reforma.
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			Del distrito de Cuernavaca se desmembró el de Cuautla, que contaba con una población también copiosa: 41 100 habitantes. En 1858, el de Huejutla tenía un poco más de 80 000; el de Texcoco, que incluía los partidos de Chalco y Teotihuacán, 123 000; Tlalnepantla, donde se localizaba Cuautitlán, contaba con 120 818; Toluca, que era el más poblado: sumaba 229 321 habitantes, incluía a Tenango y Tenancingo; en el de Tula también vivía un alto número de personas: 186 236; el de Tulancingo, con 95 000, y Sultepec, con 61 518 habitantes.[27]

			Tal y como se comprobará en muy diversos ámbitos, tanto institucionales como del mundo de las negociaciones informales, 1868 fue un año fundamental en la reorganización política, agraria, legal y administrativa de la entidad. Los bríos de quienes acababan de derrotar al segundo imperio llevaron a una importante reordenación de la jerarquía política y territorial: varias municipalidades —que tenían una mayor categoría que el municipio y solían ocupar la cabecera municipal— quedaron divididas en distritos diferentes, como sucedió con Monte Alto; ciertos pueblos cambiaron de municipalidades, por caso, el de Yahualica —que más tarde pertenecería a Hidalgo—, y a la vez se erigieron nuevos municipios, como Ecatzingo, en Chalco. También se crearon distritos políticos, como los de Tetecala —que posteriormente pasaría a ser parte del estado de Morelos— y Lerma, al que se le asignaron tres municipalidades: Otzolotepec, Ocoyoacac y Huixquilucan. En lo que restó de los gobiernos liberales, de la restauración juarista al derrumbe de Díaz, el mapa de la jerarquía territorial siguió experimentando traslados, erecciones y, como sucedió en 1872 con el distrito de Zacualpan, cuyo territorio se agregó al de Tenancingo. El de Temascaltepec, en ocasiones se llamó Tejupilco y también cambió de configuración. La modificación fundamental obedeció a un boom minero: la creación, en 1902, del distrito político, judicial y rentístico de El Oro, localidad que se había fundado al oeste de Atlacomulco desde el siglo XVIII por el descubrimiento de sus venas de oro y plata. Como apunté, a fines del siglo XIX, recibió cuantiosas inversiones y alcanzó un esplendor que atrajo a un enorme número de migrantes.[28] Los distritos, pues, se transformaban continuamente, lo que se reflejó también en sus dimensiones y configuración, según se ve al comparar los mapas de 1856 (mapa 3, Anexo D) y 1858 (mapa I), así como el cuadro 14 sobre sus extensiones territoriales entre 1897 y 1910 (anexo B). Texcoco, por ejemplo, aumentó 25 000 ha en estos años, mientras que Ixtlahuaca perdió casi 34 000 y Chalco, 20 000.[29]

			Antes de hacer un breve recorrido por cada distrito, es adecuado caracterizar sucintamente a los cinco que se perderían en 1869. De acuerdo con lo que muestra grosso modo el mapa I de 1858, tres de ellos pasarían a conformar el estado de Hidalgo: Tula, Tulancingo y Huejutla (véase el cuadro 2, “Geografía político-administrativa”, anexo B). El primero abarcaba un territorio inmenso: 15 585 km2, y contaba con 195 336 habitantes distribuidos en los partidos de Actopan, Huichapan, Ixmiquilpan, Tula, Zimapan y Jilotepec, aunque este último permaneció dentro de la entidad e incluso llegó a ser distrito autónomo. Tula, en varias de cuyas regiones dominaba el otomí, había sido la principal ciudad tolteca mucho antes de la llegada de los españoles, por lo que tenía una importancia histórica fundamental. A mediados del XIX se sembraba trigo, maíz, cebada de buena calidad y se criaba ganado vacuno, lanar y cabrío, y todavía existían leopardos, gatos monteses, lobos, venados y coyotes. Era ésta una región que gozaba de bastante agua, proveniente del río de la Rosa, o Chico, así como de manantiales.[30]

			Tulancingo, que medía menos de la mitad: 6 195 km2, estaba habitado por unas 100 000 personas. Conformado por los partidos de Apan, Pachuca y Tulancingo, lo atravesaba una cadena de montañas en la que se encontraban los destacados minerales de Pachuca, El Monte y Atotonilco. Regado por varios ríos, parte del territorio era frío y húmedo. Algunos terrenos, en especial de Tulancingo, tenían un alto rendimiento en las cosechas de maíz, cebada y trigo, además de que contaban con pastales de buena calidad. También se producían telas de lana, rebozos, loza y harina de trigo. Apan se especializó tempranamente en la producción de un excelente pulque que en el porfiriato, cuando el ferrocarril permitió abastecer a la capital de la república, se convertiría en una industria redituable. Pachuca, que sería la capital hidalguense, a mediados de siglo no tenía una agricultura próspera, por lo que importaba alimentos de haciendas y pueblos vecinos. En cambio, poseía vetas importantes, como la de la mina de Jacal. Se hablaba otomí y español y, en menor proporción, tepehua.[31] Por su lado, Huejutla, con una población de 86 100 habitantes, se extendía por 4 528 km2 en los partidos de Huejutla, Meztitlán, Yahualica y Zacualtipán. Estaba ocupado por la sierra de Zacualtipán, que baja hacia las planicies de la Huasteca, y el Meztitlán; además, contaba con tierras fértiles en las que se producía todo tipo de vegetales y animales. En Huejutla se cultivaba caña de azúcar, algodón, frijol y, en los llanos y laderas de montañas, maíz. Se hablaba otomí, tepehua y español. En varios partidos, como Huejutla, y juzgados de paz, como Achiotepec, el español era casi inaudible.[32]

			Ahora bien, en cuanto a los dos distritos que se desmembrarían en ese mismo año de 1869, en este caso para erigir Morelos, Cuernavaca comprendía Yautepec y Tetecala, y el segundo, Cuau­tla, estaba integrado por el partido del mismo nombre y el de Jonacatepec. Las cordilleras del Ajusco y de Taxco marcaban los límites naturales de estos distritos: al norte, con la Ciudad de México y Chalco, y al sur, con la tierra caliente de Guerrero. Las faldas del Popocatépetl dividían a Cuautla de Puebla e incluían terrenos muy fértiles, en especial los de Jiutepec, donde, además de cereales, se cultivaban numerosas frutas. En contraste, otras partes, como las del propio partido de Cuernavaca, eran llanas y tepetatosas. Había agua en abundancia debido a los ojos de agua, cascadas y ríos, como el Yautepec. Fundamentales para la economía local fueron las manufactureras de aguardiente de caña que en Cuernavaca se habían fundado desde 1828 y también las había en Yautepec, Morelos y Tlaltizapan, con el añadido de que también se producía azúcar. El número de habitantes estaba estancado, para empezar, por la gran cantidad de infecciones y la emigración. Se hablaba español y náhuatl.[33]

			Particularmente relevantes para esta obra son las condiciones de quienes habitaban los últimos escalones de la pirámide social, a los que es posible asomarse gracias a la controversia que se suscitó al bordear el fin de la primera mitad del siglo entre el gobernador Mariano Arizcorreta y hacendados sobre las condiciones de pueblos y trabajadores en la región que hoy es Morelos. En respuesta a las quejas de los hacendados de que grupos campesinos estaban invadiendo sus fincas a mano armada, el ejecutivo sostuvo que éstos se encontraban “en su totalidad resentidos con los hacendados”, porque les habían usurpado

			todas o la mayor parte de las tierras de repartimiento, las que han adquirido por engaños, clandestinamente o por la fuerza y porque en otras haciendas, principalmente en las de la cañada de Cuernavaca y en las de Tierra Caliente, de los cortos jornales que pagan a sus trabajadores, dan una parte en papel…

			En consecuencia con este diagnóstico, pidió a los dueños de las fincas que mejoraran las condiciones de sus trabajadores y remediaran “la infracción notoria de las leyes” que cometían al usurpar los bienes de los pueblos. La reacción fue tal que Arizcorreta hubo de dejar su cargo poco después, dejando un largo y cuidadoso memorial de estos agravios.[34] Estas fracturas sociales habrían de despuntar repetidamente en el tablero político de la región y del país.

			°°°

			En la división y jerarquía, siempre cambiante —insisto—, de distritos, partidos, juzgados de paz, municipalidades y municipios se ha elegido el año de 1885 como el momento para hacer una breve descripción de cada uno de los distritos existentes. Debe resaltarse que éstos no concordaban únicamente con delimitaciones derivadas de la geografía, la demografía, la economía y la vida social de las regiones, sino que les dio forma, a veces de manera preponderante, el entramado del poder político y militar. Dado que la variable principal de este libro son los distritos políticos, a continuación se harán descripciones de cada uno, a pesar de que esta lógica rompe con la de las regiones naturales, sociales, productivas y comerciales, las cuales también se aprovecharán para exponer el tipo de problemáticas sociales y agrarias que examinaré con mayor detalle en el resto de la obra. Iniciaré con el de Toluca por ser el centro gravitacional del poder y la economía, y enseguida mostraré a cada uno agrupados en cuatro grandes regiones: Norte: Ixtlahuaca, Jilotepec, Cuautitlán y Zumpango; Este: Otumba (antes Morelos), Texcoco y Chalco; Oeste: Valle de Bravo, Lerma y Tlalnepantla, y Suroeste: Temascaltepec (en ocasiones llamado Tejupilco), Sultepec, Tenango y Tenancingo.

			1. Toluca

			Por estar ahí asentada la ciudad capital, a Toluca la cruzaban los ejes principales del poder y la economía. A mediados del siglo XIX comprendía la municipalidad del mismo nombre y los juzgados de paz de Lerma —que después sería distrito independiente—, Metepec, Otzolotepec, Zinacantepec y Almoloya. En términos de población, durante la reforma este partido contaba con 102 726 habitantes, Tenango con 42 381, Tenancingo con 25 153, Ixtlahuaca con 48 551 y Villa del Valle —más tarde, Valle de Bravo— con 10 510, en total 229 321 habitantes.[35] Varios ríos que bajaban de la sierra Nevada bañaban este territorio, y si bien algunas regiones, como la ciudad capital, tenían tierras delgadas, necesitadas de continuo abono, había otras de buena calidad, como las de Zinacantepec. En el partido de Ixtlahuaca —que durante un tiempo se incorporó a Toluca y más tarde llegó a ser un distrito independiente— había tierras pedregosas y divididas por profundas barrancas, lo que contribuyó a aislar a su población y a sumirla en pobreza. Al mediar el siglo se producía maíz, cebada, alverjón, papas y magueyes, y con maderas de pino y otras más finas, como el cedro, se elaboraba leña, carbón y tejamanil. La población más diversificada estaba asentada en la ciudad capital, donde había carpinteros, zapateros, herreros, sastres, hojalateros, quienes elaboraban rebozos de algodón y tejían frazadas de lana. También existían juzgados de paz de enorme riqueza minera, en especial, El Oro, que en 1902 sería un distrito autónomo.
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			Toluca, la primera ciudad, aglutinaba el gobierno, la industria, los servicios, la cultura y las instituciones de salud. Concentraba escuelas de todos los grados educativos y para mediados del siglo ya se notaban en ella destellos de industrialización, con fábricas de textiles, alimentos y bebidas. Por todo ello, la ciudad fue la que experimentó el más fuerte crecimiento demográfico de la entidad: de los 12 000 habitantes que tenía en 1879 pasó a más de 30 000 en 1910.[36] Era el centro comercial por excelencia y estaba enlazada con la Ciudad de México, Veracruz, Puebla, Morelos, Hidalgo y Michoacán. Sus haciendas exportaban cereales y harinas, al tiempo que se importaba garbanzo y café, y productos de tierra caliente, como azúcar y aguardiente (cuadro 13, “Mercados de la producción”).

			Radicaba aquí el mayor número de haciendas, 28 en total, 23 de ellas bastante grandes, de entre 1 000 y 5 000 ha, 2 calificadas como de alta productividad. Brillaba, en primerísimo lugar, La Gavia, en Almoloya, propiedad de la familia Riba, la más vasta de toda la entidad, cuya expansión abarcó el periodo de 1539 a la reforma agraria cardenista, en 1936. Si bien algunos cálculos suponen que medía alrededor de 64 200 ha, otros estiman que rondaba las 100 000 ha. Sus tierras no eran de buena calidad —incluso habían sido despreciadas por Hernán Cortés—, por lo que su valor fiscal entre 1889 y 1903 alcanzó los 242 810 pesos, el sexto sitio del estado. A pesar de su poca fertilidad, poseía buena parte de los montes del Nevado de Toluca, de modo que sus dueñas la destinaron, con gran iniciativa empresarial, a la ganadería fina, y llegaron a tener 4 500 cabezas de ganado vacuno y 1 200 de lanar. La Gavia, con unos 250 trabajadores —una de las que mayor cantidad empleaba—, fue un paradigma de aquellas haciendas de viejo cuño que conformaron universos sociales complejos y, para bien y para mal, tejían redes extraordinariamente fuertes de paternalismo y clientelismo, lo cual, obviamente, no evitaba las querellas con pueblos vecinos, como se verá al hablar del contiguo distrito de Temascaltepec, o incluso el de Toluca, de origen matlazinca y mazahua, con los que enfrentó serios conflictos (cuadro III, “Total de haciendas y ranchos”; cuadro 11, “Haciendas con alta productividad” y cuadro 9, “Datos relativos a las cinco fincas”). Durante la revolución sería una de las fincas más asediadas: desde 1915 los pueblos de San Andrés de los Gama y Santiago Texcaltitlán solicitaron dotación de terrenos de ésta. Con el tiempo, de la desmembración de este enorme territorio se formarían más de 50 ejidos.[37]

			En segundo lugar en cuanto a su valor, La Huerta, propiedad de los hermanos Henkel, se dedicaba a la producción de trigo, maíz y cebada. También destacaban San José de los Ranchos, en Zinacantepec; La Asunción, en Metepec, y Canaleja, en Toluca. Zinacantepec albergaba las fincas más productivas, pues sus fértiles llanuras las regaban varios ríos. En cuanto a las haciendas maiceras, las de Toluca eran las más productivas y a esta producción agregaban una variedad de granos, frutas, hortalizas, así como la cría de becerros, potros, lechones, aves, carneros, mulas y cabras.[38] En el cambio del siglo XIX al XX este distrito acumulaba, con mucho, el principal valor fiscal de toda la entidad tanto en su propiedad rústica (4 945 928 pesos) como en la urbana (3 062 750 pesos), cuya suma prácticamente doblaba el valor del siguiente distrito, Chalco (cuadro 12, “Valor fiscal de la propiedad”).
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			Hay que resaltar que también en este distrito también se había extendido notablemente la mediana propiedad: 119 ranchos de un total de 388 en toda la entidad (le seguía con mayor número de ranchos Sultepec, que sólo tenía 36), que en su inmensa mayoría medían aun hasta 500 ha, es decir, la unidad mínima que se registró, según se aprecia en el cuadro siguiente. Se trata de un cariz relevante, pues, junto con otras regiones del Estado de México, valida la tesis expresada por autores como Mílada Bazant y David Domínguez en relación con que en los censos de 1895, 1900 y 1910 se había subestimado la importancia de estas propiedades en los estados de México, Michoacán, Veracruz y Oaxaca.[39]
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			Paso ahora a atender un aspecto medular si se busca adentrarse en las entrañas rurales: la cuestión étnica. Quienes aquí habitaban tenían lenguas muy variadas: además del español, se oía el otomí, el náhuatl e incluso un poco de tarasco, aunque las estadísticas no aclaran si sus hablantes también empleaban única o indistintamente el español o una o varias lenguas prehispánicas. En todo caso, es incorrecto calificar a estos habitantes población como “monolingüe”, pues la mayor parte de los que hablaban español, no conocían otra lengua y no por ello se les calificaba como monolingües.

			Aunque los datos son incompletos, escasos, de criterio mudable y difíciles de evaluar, Toluca era básicamente indígena, casi a la par que el distrito de Texcoco. Como se ve en el cuadro II, “Porcentajes de la población” de este capítulo, en 1879 casi 76% de la población fue así calificada, aunque hacia 1885 hubo un marcado descenso: a 60%. La tendencia parece haberse estacionado. Los municipios de mayor proporción indígena fueron Metepec, con 89% de otomíes y nahuas; Zinacantepec, con 84%, sobre todo otomíes, y Villa Victoria, con 62% de su población formada por otomíes y mazahuas.[40]

			En cuanto a su historia social y agraria, hubo, por un lado, municipios en los que más bien estuvieron relativamente ausentes las querellas, como Almoloya, Temoaya y Villa Victoria, caracterizados por una baja densidad de población. La mayoría de los pueblos conservaron algo de sus tierras, muchas veces en forma de posesión: hacia 1910, incluso aquellos del entorno de Toluca que estaban enfrentados por bienes naturales mantenían en su poder ciertos terrenos, pese a que en muchas ocasiones fuesen insuficientes para garantizar una adecuada subsistencia. Concomitantemente, como ha mostrado Salinas, la hostilidad más marcada se vivió en zonas con mayor densidad de población, donde casi la totalidad de sus habitantes, en su mayoría indígenas, habitaban pequeñas localidades. Las tensiones contrapusieron, en primer lugar, a los pueblos, aunque también abundaron las querellas entre actores colectivos —pueblos y ayuntamientos— y hacendados y rancheros. Las discordias se agudizaban a tal grado que involucraban, al mismo tiempo, a todos los tipos de actores sociales, como el pueblo de Calputitlán, que afrontó desavenencias por límites tanto con pueblos como con haciendas vecinas, entre ellas La Pila y Barbabosa.[41]

			Otras desavenencias tuvieron su origen en las formas atrabiliarias o equivocadas como, en ocasiones, se pusieron en práctica las políticas liberales por excelencia, es decir, aquellas que buscaban desvincular e individualizar los bienes amortizados. A lo largo y ancho del territorio hubo frecuentas rencillas por las consecuencias —buscadas o no— que en algunas instancias se desprendieron de estos anhelos. Tal afirmación puede comprobarse con el amparo que en 1880 solicitaron vecinos de Metepec en contra del presidente municipal y del jefe político a raíz de que dichas autoridades les habían desposeído un terreno que, según alegaron, no debió desamortizarse, ya que se trataba de un ejido, es decir, de un tipo de tierra que en esos años aún estaba exento de dicha política. Era éste un caso típico, cuyas diversas aristas se analizarán extensamente en esta obra. Por cierto que, en aquella ocasión, el amparo les fue negado a los quejosos.[42]

			NORTE

			2. Ixtlahuaca

			La mayor parte del terreno de Ixtlahuaca, atravesado por el río Lerma y el camino que conduce de México a Morelia, era pedregosa y tepetatosa, de clima frío y seco. A mediados del siglo XIX en él se producía trigo y maíz, y en San Felipe del Progreso se elaboraba ropa de lana y algodón. Los “indígenas” se ocupaban también del corte de leña, de la fabricación de escobas y del transporte de gallinas; la clase media, de los oficios de zapatero y sastre, así como de la matanza de reses. Desde entonces se reportó una razón de las tensiones sociales características así del distrito como de muchos otros: que un gran número de jornaleros debía complementar sus ingresos con trabajo asalariado en las haciendas para no caer en la pobreza extrema.

			En el periodo de la reforma, Ixtlahuaca era sólo un partido de Toluca. En 1870, ya como distrito independiente, lo poblaban 58 183 habitantes en sus 8 municipalidades y municipios: Ixtlahuaca, Temoaya, Temascalzingo, Jocotitlán, San Felipe de Obraje, Atlacomulco, Jiquipilco y el Mineral de El Oro que, como he dicho, en 1902 sería un distrito independiente. Para 1898, estaba conformado por 7 municipalidades, 2 villas, 59 pueblos, 19 barrios, 44 haciendas, 33 ranchos, 12 rancherías y 75 594 habitantes. En el último quindenio del porfiriato su densidad de población prácticamente se mantuvo estancada. No obstante la pérdida que le significó la segregación de El Oro, siguió siendo un distrito vasto, de 170 784 ha. En El Oro, casi todos sus pobladores se empleaban en el laboreo de las minas, y como resultado de la bonanza su población aumentó marcadamente: de apenas 5 000 habitantes en 1900 a 21 000 en 1910, aunque ya en el siglo XX este número se volvió a contraer.[43]

			Ixtlahuaca era indígena, ocupaba el quinto sitio de hablantes de una lengua diferente del español: mazahua, 38 469, y otomí, 2 224. Los mazahuas se concentraron en el municipio cabecera, donde llegaron a representar 70% de la población, y conservaron muchos rasgos de su identidad étnica. En algunos municipios la proporción indígena incluso fue en aumento, y había pueblos que eran ciento por ciento mazahuas. Si en 1879 se catalogó a siete de cada diez habitantes como “indígenas”, seis años más tarde esta proporción se mantenía casi idéntica: 64%.[44] Según varios recuentos, en la compleja estructura laboral que privaba en las haciendas de Ixtlahuaca los indígenas solían ocupar los puestos más bajos.

			En cuanto a su estructura agraria, en 1893 contenía un importante número de ranchos: 35 —esto lo colocaba, junto con Jilotepec, en el tercer lugar de la entidad en este rubro—, en su mayoría pequeños, de hasta 500 has, lo que corrobora la importancia de las medianas propiedades. En 1893 existían 33 haciendas, 4 de las cuales eran muy grandes, de entre 10 000 y 50 000 has, probablemente con tierras que no eran de muy buena calidad. El impacto de las haciendas en su conjunto era importante: de acuerdo con los interesantes cálculos que elaboró Margarita García Luna, ocupaban 65% del territorio distrital (véanse cuadro III, “Total de las haciendas y ranchos” y cuadro 14, “Extensión territorial de las haciendas”).

			En contraste con la medianía o pobreza del distrito, estaban emplazadas aquí, como se aprecia en el cuadro 9 “Datos relativos de las cinco fincas”, del anexo B, varias fincas medulares en la historia decimonónica de esta entidad. Primeramente, la llamada de Solís, propiedad de Francisco Dozal, que, con un costo fiscal de 364 434 pesos y casi 14 300 ha, era la más valiosa de toda la entidad. Para su empleo, que eran los cereales y el ganado vacuno y caballar, contrataba unos 340 peones, uno de los montos más elevados del estado. La hacienda de Enyege, de Luis Pliego, también con una gran extensión, aunque un poco menor, estaba catalogada, junto con Solís, como una de las más productivas. Boximó, por su parte, poseía 2 800 cabezas de ganado mayor, y las de Teacac y Pastejé también se las consideraba como de importancia en la entidad. En suma, el valor fiscal de toda la propiedad rural y urbana de Ixtlahuaca lo colocaba, en 1889, en el tercer sitio, sólo después de los distritos de Toluca y Texcoco, aunque sus mercados agrícolas no rebasaban por mucho los límites comarcanos.[45]

			Si bien muchos ejes delinearon las rutas del antagonismo rural en Ixtlahuaca, una constante fue la exigua fertilidad del territorio: muchas comunidades poseían tierras, pero, con frecuencia, de muy mala calidad, como fue el caso de algunos pueblos de Temascalcingo, que tan sólo 6% de su terreno era cultivable. Pueblos y haciendas se vieron envueltos en una maraña de acusaciones. Las querellas, centradas en Jocotitlán, Temascalcingo y Atlacomulco, eran, sobre todo, entre pueblos,[46] lo cual no significa que no las hubiera con fincas particulares que punteaban todo el distrito, como fue el caso de San Mateo Ixtlahuaca contra la hacienda de San Jorge, que, en 1865, disputaban unos terrenos de merced que ésta, según el alegato de los hijos del pueblo, había ocupado ilegalmente.[47]

			En octubre de 1870, como aparentemente sus peticiones legales no habían producido resultados, algunos vecinos de este pueblo se sublevaron y, dirigidos por León Pérez de La Chausse, buscaron así preservar los límites de sus terrenos respecto de las haciendas vecinas. Como tantas otras revueltas, las fuerzas del gobierno estatal reprimieron esta sublevación, y juzgaron y condenaron a su líder juzgado, lo que no evitó que la intranquilidad persistiera durante algún tiempo.[48]

			Introduzco aquí ciertos aspectos de orden más bien cualitativo que después analizaré pormenorizadamente: la permanencia de valores e identidades claramente indígenas, palpables en aquellos reclamos de justicia que aún no se ajustaban a las formas y procedimientos modernizadores que buena parte de las élites buscaban introducir. Los tonos reminiscentes de la colonia también refulgían en el paternalismo prevaleciente y en el desprecio con que ciertos gobernantes trataban a los de abajo, en especial a los grupos étnicos, agua estancada al lado del río, obstáculos al desarrollo y la felicidad de la nación.

			Un caso concreto permite apuntar las formas como se negociaban la deferencia y la sumisión, así como la importancia de los valores simbólicos: el conflicto entre vecinos de Atlacomulco, quienes con frecuencia blandieron como arma de negociación su origen “indígena”. Se citan los siguientes argumentos con el objeto de mostrar cómo entendían y manejaban públicamente esta condición. El momento culminante de la tensión tuvo lugar en septiembre de 1864, cuando, “en nombre de la comunidad de indígenas del mismo que no sabe firmar”, pidieron al subprefecto de Ixtlahuaca, a la JPCM y al emperador que les hiciesen justicia en su querella contra las autoridades del juzgado y del ayuntamiento, las cuales, según argumentaron, les habían pedido bajar al llano de San Martín con documentos en mano que acreditasen la propiedad de sus milpas. Los del común adujeron que merecían un trato digno y un reconocimiento a sus derechos, por lo que también debían hacer bajar a los “señores de razón que tenían ahí milpas y en primer lugar D. Isidro Fabela”, pues todos por igual deberían acreditar sus terrenos. A pesar de que, de acuerdo con su relato, se habían expresado “con bastante sumisión”, la autoridad municipal había enfurecido y, usando “palabras nada decorosas […] lleno de cólera y de expresiones muy obscenas”, increpó a aquéllos. La situación subió de tono: un concejal los amenazó con darles “cintarazos”, pero ya había herido con un machete a uno de los campesinos.

			Ante este trato indecoroso, los indígenas acusaron formalmente al presidente municipal y a los miembros del ayuntamiento, y subrayaron que ante ellos se manifestaban “sumisos como estamos acostumbrados con todo el mundo y mucho más con las autoridades a las que siempre tributamos respeto y obediencia”. Señalaron que demandaban justicia, “deseosos de evitar disturbios en nuestro pueblo”.[49] El ejemplo resalta uno de los hilos conductores de este libro: las contiendas se derivaban no sólo de cuestiones materiales —por caso, tierras, arrendamientos o intercambios comerciales— sino, con igual importancia, por asuntos de orden moral, valores y cuestiones simbólicas, y, como en este caso, por el desprecio con que los del ayuntamiento los trataban y el intento de algunos por zafarse de las exigencias implícitas de respeto y sumisión.

			3. Jilotepec

			Famoso por la buena calidad de sus tierras y porque casi todos los pueblos gozaban de manantiales, a mediados de siglo Jilotepec cultivaba con buen éxito maíz, cebada, frijol y trigo, y vivía, además, de la ganadería, la arriería, la fabricación de frazadas y loza, pulque, mezcal y aguardiente de caña. Se hablaba español y otomí y, en varios juzgados de paz, como Chapa de Mota, la lengua indígena era la más común.[50]

			En la etapa de la reforma, Jilotepec sólo constituía un partido del distrito de Tula. Para 1870, ya como distrito independiente, colindaba, al norte, con Querétaro; al este, con el estado de Hidalgo; en el sureste, con Cuautitlán y Tlalnepantla, y al oeste, con Ixtlahuaca. Tenía 43 951 habitantes y 8 municipalidades: Jilotepec, Aculco, Acambay, Chapa de Mota, Villa del Carbón, Polotitlán, Timilpan y Soyaniquilpan. Sus pobladores estaban repartidos en 2 villas, 44 pueblos, 12 barrios, 21 haciendas, 37 ranchos y 45 rancherías. Contrario a lo que sucedió en otros distritos, aquí el número de ranchos se contrajo, de 37 en 1870 a sólo 30 en los albores de la revolución. No sólo estas cifras decrecieron: también las de los pueblos, de 44 a 30. Tratándose de una zona tradicionalmente pobre, no había muchas oportunidades de trabajo y buena parte de sus pobladores se vieron expulsados en busca de mejores perspectivas de vida. En Jilotepec fue donde más se redujo: a un asombroso –27% entre 1895 y 1910, la densidad demográfica.[51]

			La población indígena era significativa y, de acuerdo con las cifras oficiales, hubo un proceso de reindianización, acaso porque los expulsados eran más bien mestizos. Un indicador de esta evaluación es que para 1879 se calculó que 51% de sus pobladores eran indígenas, básicamente otomíes y nahuas, mientras que la raza mestiza era de 43% y la blanca casi 6%. Seis años más tarde, la proporción de los primeros había subido seis puntos porcentuales, la mestiza había bajado a 31% y la blanca había subido a 11.5 por ciento.[52]

			En 1889, la vocación productiva del distrito se distribuía entre la agricultura, el corte de madera, la cría de ganado y la fabricación de gas, brea, harinas, carbón, pulque, jarcería y tejidos de algodón y lana. En Acambay, de clima frío y seco, se fabricaba buen pulque; en Aculco, también frío, sito en la frontera con Querétaro, se producían cereales y maderas; en Chapa de Mota, con bosques de encino, se cultivaba maíz, trigo y haba; San Bartolomé Morelos era de clima frío y terreno montañoso; Villa del Carbón explotaba sus cuantiosos bosques produciendo carbón, que transportaba hasta la Ciudad de México; Polotitlán tenía terrenos secos, llanos y estériles, y Soyaniquilpan estaba formado por “un lomerío seco” de clima templado. Jilotepec también contaba con un municipio, Timilpan, de sólo 3 000 habitantes en un terreno “húmedo y estéril”.[53]
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Forto 15. Benito Judrez, el tenaz hijo de Guelatao, Oaxaca.
Como presidente nunca dudé de la legalidad y la legitimidad
de la repuiblica y de la propia.
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FOTO 1 10. Mazahua. Alguna vez
la gigantesca hacienda de La Gavia, fueron de los pueblos
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CUADRO 11. Porcentajes de la poblacion indigena, mestiza y blanca
respecto del total de la entidad, 1879 y 1885

Distritos Poblacion

Indigena  Indigena  Mestiza  Mestiza  Blanca  Blanca

1879 1885 1879 1885 1879 1885
Texcoco 76.26 7866 16.43 18.43 730 289
Toluca 7582 60.27 2288 3854 128 117
Chalco 7441 7347 21.04 21.91 453 461
Tenango 74.01 6275 18.01 2326 7.96 13.97
Ixtlahuaca 7109 64.02 27.90 35.08 099 111
Otumba 66.65 77.09 29.34 20,01 4.00 289
(Morelos)

Cuautitlin 6254 5073 3527 40.27 217 899
Zumpango 6243 6199 34.86 36.75 270 1.25
Tlalnepantla 5457 44.41 4178 49.46 3.64 611
Jilotepec 5113 57.07 4292 3133 594 1158
Sultepec 5092 4072 35.44 4537 15.63
Tenancingo 5036 4758 4750 4820 213
Valle de Bravo 4285 46.12 53.17 9.02 397
Temascaltepect  41.24 33.00 3157 45.78 27.18
Lerma 1608 7140 80.44 2551 3.46
PROMEDIOS 58.02 57.95 3590 35.26 6.05

fones, de 1877 a 1879, este distrito se llamé Tejupilco. Lizcano, Diaz, Leon, Meza,
jones y unidades politico-territoriales”, pp. 175-177. Probablemente también
fue asi llamado en 1885.

Elaborado con base en Mifio y Vera, Estadisticas para la bistoria de la poblacion....,
1998, pp. 261-267, 356.






